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JUSTIFICACIÓN

CONSIDERANDO que garantizar el derecho de todas las personas 
a un recurso efectivo ante los tribunales para la protección de sus 
derechos fundamentales, así como el derecho a un debido pro-
ceso y el acceso a la justicia, consagrados en los más importantes 
instrumentos de derechos humanos, puede requerir de la inter-
vención de órganos judiciales de distintos países, y que la falta de 
coordinación y cooperación entre los actores competentes del sis-
tema judicial puede derivar precisamente en su vulneración;

CONSTATANDO la importancia que la cooperación jurisdiccional 
internacional reviste frente a las nuevas formas de delincuencia 
transnacional, los retos que en el tráfico comercial suscita el fe-
nómeno de la globalización y la incidencia que en la esfera de los 
derechos de las personas trae aparejada una sociedad interrela-
cionada como la actual;

RECORDANDO que, de acuerdo a los estatutos de la Cumbre Ju-
dicial Iberoamericana, uno de sus principales objetivos específicos 
consiste en fomentar el intercambio de información y la coopera-
ción judicial internacional en este ámbito, en aras a la conforma-
ción de un verdadero espacio judicial iberoamericano, así como 
promover el desarrollo de políticas que tiendan a facilitar el acceso 
a la justicia;

PROCURANDO impulsar el cumplimiento de lo acordado en la 
Declaración de Santiago sobre Principios Comunes en Materia de 
Cooperación Judicial, adoptada en la Primera Cumbre Judicial CE-
LAC-UE; y

CONVENCIDOS de la necesidad de promover la colaboración inte-
rinstitucional a nivel nacional e internacional para dar cabal cum-
plimiento a las solicitudes de cooperación efectuadas por los po-
deres judiciales de los Estados Iberoamericanos:
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Las Presidentas y Presidentes de los Tribunales y Cortes Supremas, 
así como los Consejos de la Judicatura y Magistratura de los 23 paí-
ses que integran la Cumbre Judicial Iberoamericana acuerdan el 
siguiente Protocolo Iberoamericano de Cooperación Judicial con 
el objeto de avanzar hacia nuevos mecanismos de cooperación 
horizontal que, utilizando los avances tecnológicos, el intercambio 
de experiencias y las redes

constituidas en el seno de esta Cumbre, permitan adoptar medi-
das comunes, coordinadas, simplificadas y efectivas respecto de 
las solicitudes de tramitaciones internacionales que involucran la 
decisión jurisdiccional.
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I – 	 PRINCIPIOS BÁSICOS EN MATERIA DE COOPERA-
CIÓN JUDICIAL INTERNACIONAL

Constatando que el tratamiento diferenciado dispensado a la coo-
peración interjurisdiccional en cada Estado, constituye un serio 
obstáculo a la efectividad de la tutela judicial transnacional y pro-
curando unificar reglas y criterios sobre el tema, se estima con-
veniente que la cooperación interjurisdiccional se rija de acuerdo 
a los siguientes principios que se enuncian a continuación (que 
fueran elaborados en el ámbito del Instituto Iberoamericano de 
Derecho Procesal) y cuyo contenido es explicitado en el Anexo Nº 
1, pág.

1º) Cláusula de orden público internacional: no será admitida la 
cooperación que se refiera a actos contrarios a los principios fun-
damentales del Estado requerido o que sea susceptible de condu-
cir a un resultado incompatible con esos principios;

2º) Respeto a las garantías del debido proceso legal en el estado 
requirente;

3º) Igualdad de tratamiento entre nacionales y extranjeros, resi-
dentes o no, tanto en el acceso a los tribunales cuanto en la tra-
mitación de los procesos en los Estados requirente y requerido, 
asegurándose la gratuidad de la justicia a los necesitados ;

4º) No dependencia de la reciprocidad de tratamiento;

5º) Publicidad procesal, excepto en los casos de secreto previstos 
en la ley del Estado requirente o del Estado requerido;

6º) Traducción y forma libres para los actos y documentos nece-
sarios para la prestación jurisdiccional transnacional, incluyéndose 
los medios electrónicos y la videoconferencia;

7º) Existencia de una autoridad central para la recepción y trans-
misión de los pedidos de cooperación, sujetos los mismos a la 
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convalidación de la recepción o transmisión cuando no hayan sido 
transmitidos mediante dicha Autoridad;

8º) Espontaneidad en la transmisión de informaciones a las auto-
ridades del estado requirente.

9º) Desarrollo de las comunicaciones judiciales directas

II – PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN LA 
MATERIA

Como paliativo a las dificultades que se producen -en materia de 
cooperación jurídica internacional- por las diferencias existentes 
entre las legislaciones vigentes en cada uno de los países que 
componen la Cumbre Judicial Iberoamericana, se resalta la armo-
nización forjada a través de los instrumentos internacionales mul-
tilaterales que se señalan en el Anexo Nº 2, pág.

III - 	REGLAS DE ACTUACIÓN EN MATERIA DE EXHORTOS 
INTERNACIONALES

A fin de mejorar los tiempos de respuesta de las peticiones de in-
formación y rogatorias internacionales; y a los efectos de superar 
excesivos formalismos que dificultan el acceso oportuno a la in-
formación transnacional, se constata la conveniencia de difundir 
e incorporar a la reglamentación interna de los Poderes Judiciales 
que integran Cumbre Judicial, las ‘Guía práctica para la tramita-
ción de exhortos civiles’ y la ‘Guía práctica para la tramitación de 
exhortos penales’, que se adjuntan al presente documento (Ane-
xos Nos. 3.a y 3.b, págs. ) , así como los ‘Modelos de formularios 
de cooperación jurídica internacional’  que se adjuntan (Anexo No. 
3.c, pág. ).
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IV- 	 REGLAS DE ACTUACIÓN EN MATERIA DE  
EXTRADICIÓN

El instituto de la extradición es la máxima expresión de la coope-
ración en materia de lucha contra el delito entre países, y es la he-
rramienta que permite a un estado detener y entregar en custodia 
a una persona que se encuentra en su territorio a otro Estado que 
lo requiere a los efectos de afectarlo a una investigación en curso 
o para que cumpla una pena impuesta.

Esta forma de cooperación, en virtud de su naturaleza, tiene ca-
racterísticas propias, generalmente procedimientos diferencias, y 
garantías específicas.

Por otro lado, posee dos etapas bien establecidas, que son la de-
tención preventiva de la persona buscada y el procedimiento de 
extradición propiamente dicho.

La complejidad de la extradición radica en que confluyen allí el de-
recho a la libertad y la necesidad de someter a una persona a un 
proceso penal determinado. Por ello, el estricto apego a los proce-
dimientos establecidos por la Ley y la regulación convencional del 
instituto resultan imprescindibles.

A fin de mejorar la cooperación en materia de extradición, se 
aprueba la ‘Guía de buenas prácticas en materia de extradición”, 
que se adjunta al presente documento (Anexo No. 4, pág. ).

V- 	 HERRAMIENTAS DE COOPERACIÓN JUDICIAL IN-
TERNACIONAL

Se observa la necesidad de incrementar el uso de las nuevas tec-
nologías a fin de favorecer la proximidad y la celeridad en la rea-
lización de diligencias de diversa naturaleza jurídica. A tales efec-
tos, se estima conveniente promover el uso de la videoconferencia 
y de las comunicaciones judiciales directas (en adelante “CJD”) 
como valiosas herramienta para contribuir a lograr una adminis-



PROTOCOLO IBEROAMERICANO SOBRE COOPERACIÓN  
JUDICIAL INTERNACIONAL

10

tración de Justicia ágil, eficiente y eficaz, así como fomentar el co-
nocimiento y uso del Iber@.

V. A.  Nuevas Tecnologías:

V.A. 1 – Videoconferencia: Teniendo en consideración el trabajo 
realizado en materia de videoconferencias en el marco de las ac-
ciones que desarrollan los países integrados en la Conferencia de 
Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos (COMJIB) que 
culminó con la firma del Convenio Iberoamericano sobre el uso de 
la videoconferencia en la Cooperación Internacional entre Siste-
mas de Justicia” en la Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado 
y de Gobierno celebrada en Mar del Plata, Argentina en el mes de 
diciembre de 2010, se recomienda la divulgación e implementa-
ción de ese instrumento en el ámbito interno de los Poderes Judi-
ciales que integran la Cumbre Judicial Iberoamericana (se adjunta 
el referido documento -Anexo Nº 5.a, pág.  )

Se recomienda que los Poderes Judiciales que integran la Cumbre 
Judicial promuevan la ratificación o adhesión de dicho instrumen-
to, de manera que: i) se disponga de los medios necesarios para su 
aplicación tanto a nivel interno como internacional; y ii) se genere 
la confianza necesaria para el uso de la herramienta por los jueces.

Se recomienda que sin perjuicio de las adecuaciones legales que 
sean necesarias según los países – reformas procesales-, se instru-
mente la aplicación de la videoconferencia a través de reglamen-
tos administrativos – acordadas -.

V.A. 2 – Comunicaciones Judiciales Directas: Las comunicaciones 
realizadas a través de teléfono, correo electrónico o enlace de vi-
deo directamente entre dos jueces de distinta jurisdicción se han	
venido	desarrollando 	en los	 últimos quince años especialmente 
en el marco de la Red Internacional de Jueces de La Haya, y parti-
cularmente en casos de sustracción internacional de niños. El otro 
campo que también registra un grado de desarrollo en las CJD es 
el de la insolvencia transfronteriza. Se sugiere difundir y aplicar en 
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lo interno de los Poderes Judiciales que integran la Cumbre Judi-
cial Iberoamericana el documento aprobado en el marco del tra-
bajo de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Priva-
do y de la Red Internacional de Jueces de La Haya,	relativo a los 
‘Lineamientos emergentes y Principios generales sobre Comuni-
caciones Judiciales’,	 cuyo contenido, además de fijar pautas para 
el desarrollo de la Red de Jueces, establece los principios, salva-
guardias y mecanismos que se deben tener en cuenta a la hora de 
realizar CJD. Se adjunta el correspondiente documento ( Anexo Nº 
5.b. ).

Con la finalidad de unificar designaciones como ya se ha acordado 
en varias reuniones de Puntos de Contacto de IberRed en mate-
ria de sustracción de menores y civil todos los Puntos de Contac-
to para comunicaciones directas y Jueces de la Conferencia de la 
Haya que cada órgano judicial designe pasarán inmediatamente 
a considerarse Punto de Contacto de IberRed y por lo tanto con 
acceso al sistema seguro de comunicación Iber@. Para cumplir a 
cabalidad con lo anterior las comunicaciones de designación de 
estos Puntos de Contacto se harán simultáneamente a la Secreta-
ría Pro-Tempore y a la Secretaría General de IberRed al siguiente 
correo electrónico secretaria.general@iberred.org.

Se constata la conveniencia de difundir en lo interno de los Po-
deres Judiciales que integran la Cumbre Judicial las ‘Directrices 
aplicables a las comunicaciones entre Tribunales en Procesos In-
ternacionales’ elaboradas por el American Law Institute en asocia-
ción con el ‘ International Insolvency Institute’, relativas a las CJD 
en cuestiones de insolvencia transfronteriza, las que se adjuntan al 
presente documento (Anexo Nº 5.c).

Asimismo, se recuerda que estas comunicaciones son admiti-
das en varios de los instrumentos internacionales incluidos en el 
Anexo 2 A, como por ejemplo, en la Convención Interamericana 
Especializada de Derecho Internacional Privado (CIDIP) I sobre 
Exhortos o Cartas Rogatorias, de 1975; así como en la Convención 

mailto:secretaria.general@iberred.org
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Interamericana Especializada de Derecho Internacional Privado 
(CIDIP) I sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, suscrita el 
mismo año.

V.A. 3.- Uso de Iber@

El Iber@ es un sistema de comunicación seguro para los Puntos 
de Contacto y los Enlaces de IberRed y otros socios estratégicos, 
del que se puede destacar su fácil uso y accesibilidad, así como la 
seguridad y confidencialidad exigible en este ámbito de coope-
ración transfronteriza en materia civil y penal. No requiere de un 
software específico, lo que permite su utilización desde cualquier 
computadora o dispositivo electrónico con acceso a internet, con 
la garantía de la seguridad que requiere el acceso a un espacio 
común de comunicación entre los diferentes operadores jurídicos. 
Permite la comunicación en tiempo real, constituyendo una he-
rramienta óptima para adelantar solicitudes de cooperación jurí-
dica internacional en casos de urgencia.

V. B.- 	 Redes y otros actores de la cooperación judicial inter-
nacional:

VI.B. 1.- Se destaca la relevancia de IberRed y de la Red de Jueces 
de la Conferencia de la Haya en la mejora de la cooperación ju-
dicial internacional. Se invita a los sistemas judiciales a participar 
activamente en estas redes y a divulgar y fomentar su utilización.

IberRed es una red informal de cooperación jurídica internacional 
iberoamericana en materia civil y penal creada en octubre de 2004 
por el consenso de la Cumbre Judicial Iberoamericana, la AIAMP y 
la COMJIB. Su objetivo es agilizar las solicitudes de asistencia legal 
internacional y de extradición por medio de sus puntos de contac-
to designados directamente por las máximas autoridades de las 
Fiscalías, Ministerios de Justicia y Cortes Supremas; así como por 
las autoridades centrales.
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VI.B.2.- Se recomienda que los Sistemas Judiciales mantengan 
una relación amplia y fluida con las Autoridades Centrales, que se 
debe desarrollar en un clima de cooperación y comunicación per-
manente para la eficiencia y eficacia de la Cooperación Judicial 
Internacional.

VI – Oficinas de cooperación judicial internacional

Se resalta la importancia de que los Poderes Judiciales que in-
tegran la Cumbre Judicial, cuenten con Oficinas Judiciales que 
procuren facilitar la gestión de la cooperación internacional, pres-
tando asistencia a los funcionarios judiciales nacionales que nece-
siten asesoramiento para canalizar pedidos de asistencia judicial 
que deban tramitarse en el extranjero; apoyando el trabajo de los 
Jueces de la Red de La Haya y puntos de contacto de IberRed; ges-
tionando  los exhortos provenientes del extranjero que deben ser 
tramitados por el Poder Judicial, y facilitando el acceso al derecho 
extranjero y las comunicaciones judiciales directas. Todo ello de 
acuerdo con las pautas que surgen del documento que se adjunta 
en el Anexo Nº 7, pág.

VII – RECOMENDACIONES FINALES

Se señala la conveniencia de que los Poderes Judiciales que in-
tegran la Cumbre consideren la conveniencia de concentrar la 
competencia para la ejecución de solicitudes de cooperación in-
ternacional en un número reducido de órganos judiciales en las 
respectivas jurisdicciones, como ya se lleva a cabo en alguno de 
nuestros países. Esto permite una mayor especialización y unidad 
de criterios en esta materia, y facilita la asignación de los recursos 
adecuados.

Se recomienda también, dar especial énfasis a la posibilidad de 
utilizar las comunicaciones judiciales directas en todos aquellos 
casos en que estas sean procedentes.
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VIII - ANEXOS

ANEXO Nº 1

BREVE REFERENCIA SOBRE LOS PRINCIPIOS GENERALES DE 
COOPERACIÓN11 :

1º) CLÁUSULA DE ORDEN PÚBLICO INTERNACIONAL

La cláusula de orden público está asociada a la observancia de los 
principios fundamentales del Estado en cuyo territorio se preten-
da la eficacia de cualquier acto extranjero o se pretenda practicar 
un acto a favor de la prestación jurisdiccional de un tribunal ex-
tranjero . De esa forma, del poder público de un Estado no deben 
emanar actos contrarios a sus propios principios fundamentales 
y tampoco actos que sirvan a la actividad jurisdiccional en otro 
Estado que también puedan ser incompatibles con dichos princi-
pios. En concordancia con esa cláusula no se admite ni la práctica 
de actos administrativos tal como el registro de un certificado de 
divorcio extranjero ni la práctica de actos ordenatorios que im-
pliquen una prestación jurisdiccional incompatible con los prin-
cipios fundamentales del Estado del cual se reclama tales actos. 
La asociación entre orden público internacional y los principios 
fundamentales inspirada en la legislación alemana, austriaca y 
portuguesa, disminuyó el grado de imprecisión del concepto in-
determinado de orden público, aparta de la comprensión de éste 
la simple contradicción entre leyes infraconstitucionales o consti-
tucionales y lo eleva al nivel de principio fundamental, expresado 
o no en una constitución.

2º) RESPETO A LAS GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO LEGAL 
EN EL ESTADO REQUIRENTE

1	 Elaborado por la Comisión de Revisión de la Propuesta de Código Modelo de Cooperación Interjurisdiccio-
nal para Iberoamérica [Ada Pellegrini Grinover, Brasil <Presidente>; Ricardo Perlingeiro Mendes da Silva, 
Brasil <Secretario General>; Abel Augusto Zamorano, Panamá; Ángel Landoni Sosa, Uruguay; Carlos Ferrei-
ra da Silva, Portugal; Eduardo Vescovi, Uruguay; Juan Antonio Robles Garzón, España; Luis Ernesto Vargas 
Silva, Colombia; Roberto Omar Berizonce, Argentina. Texto aprobado en la Reunión presencial ocurrida el 
15 de setiembre de 2007, en el Hotel Pestana, Salvador / Bahía, en ocasión del XIII Congreso Mundial de 
Derecho Procesal de la Asociación Internacional de Derecho Procesal, revisado el 15 de octubre de 2007. 
Aprobado en la Asamblea General do Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal, ocurrida el 17 de octu-
bre de 2008, por ocasión das XXI Jornadas Iberoamericanas de Derecho Procesal, Lima, Perú.
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El obstáculo a la cooperación interjurisdiccional en razón de la fal-
ta de la observancia de las garantías del debido proceso legal en el 
Estado requirente, es un desdoblamiento de la cláusula de orden 
público internacional. No respetar las garantías

1 Elaborado por la Comisión de Revisión de la Propuesta de Códi-
go Modelo de Cooperación Interjurisdiccional para Iberoamérica 
[Ada Pellegrini Grinover, Brasil <Presidente>; Ricardo Perlingeiro 
Mendes da Silva, Brasil <Secretario General>; Abel Augusto Zamo-
rano, Panamá; Ángel Landoni Sosa, Uruguay; Carlos Ferreira da Sil-
va, Portugal; Eduardo Vescovi, Uruguay; Juan Antonio Robles Gar-
zón, España; Luis Ernesto Vargas Silva, Colombia; Roberto Omar 
Berizonce, Argentina. Texto aprobado en la Reunión presencial 
ocurrida el 15 de setiembre de 2007, en el Hotel Pestana, Salvador 
/ Bahía, en ocasión del XIII Congreso Mundial de Derecho Procesal 
de la Asociación Internacional de Derecho Procesal, revisado el 15 
de octubre de 2007. Aprobado en la Asamblea General do Institu-
to Iberoamericano de Derecho Procesal, ocurrida el 17 de octubre 
de 2008, por ocasión das XXI Jornadas Iberoamericanas de Dere-
cho Procesal, Lima, Perú.

del debido proceso legal es lo mismo que negar el derecho a la tu-
tela judicial efectiva y, consecuentemente, ofender los principios 
fundamentales de un Estado.

3º) IGUALDAD DE TRATAMIENTO ENTRE NACIONALES Y EXTRAN-
JEROS, RESIDENTES O NO

Se rechaza cualquier diferencia de tratamiento entre nacionales 
y extranjeros, residentes o no residentes, inclusive en cuanto a la 
posibilidad de extradición. El acceso a la Justicia debe ser efecti-
vo y las garantías correspondientes deben estar al alcance de los 
nacionales y de los extranjeros, indistintamente. La gratuidad de 
la justicia – indispensable para los necesitados- debe incluir las ex-
pensas, en especial los honorarios de los traductores.
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4º) NO DEPENDENCIA DE LA RECIPROCIDAD DE TRATAMIENTO

Se establece como principio la no dependencia de la reciprocidad 
de tratamiento. El objetivo es asegurar, en un contexto transna-
cional, el ejercicio de los derechos pertenecientes a personas pri-
vadas, de modo de no sacrificarlos por culpa de un Estado que es 
omiso no ofreciendo reciprocidad. De esta omisión debe resultar 
solamente una restricción a los intereses del propio Estado pasivo, 
bajo pena de configurar una ofensa a la tutela judicial transnacio-
nal, tal como está previsto en los casos de comparecencia tempo-
ral , extradición y expensas procesales .

5º) PUBLICIDAD PROCESAL

La publicidad procesal asegurada en el, actúa como garantía del 
debido proceso legal y del orden público internacional, exceptua-
da solamente en los casos de interés público que justifiquen el 
secreto

6º) TRADUCCIÓN Y FORMA LIBRES

Se acoge el principio de la instrumentalidad procesal para el pro-
cedimiento de cooperación activa y pasiva, admitiendo la traduc-
ción libre, que significa que no hay necesidad de traducción profe-
sional u oficial, siendo asimismo prescindible en los casos en que 
el tribunal y las partes litigantes no la necesiten, y admitiéndose 
también los medios electrónicos y la videoconferencia. Dicho prin-
cipio es aplicable a todas las modalidades de cooperación,
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7º) EXISTENCIA DE UNA AUTORIDAD CENTRAL PARA LA RECEP-
CIÓN Y TRANSMISIÓN DE LOS PEDIDOS DE COOPERACIÓN,

Con respecto a la autoridad central, existe consenso en que este 
organismo debe servir a la cooperación interjurisdiccional, en la 
medida en que facilite su realización. La tramitación de los pedidos 
de cooperación frente a una autoridad central solamente ocurrirá 
cuando, a criterio de los interesados, sea considerada necesaria. 
De esta manera, no obstante los Estados están obligados a man-
tener la estructura administrativa de una autoridad central; en los 
procedimientos de carta rogatoria o de auxilio mutuo, se admite 
que las entidades interesadas se comuniquen directamente. Tam-
bién debe señalarse que dentro del papel atribuido a la autoridad 
central, no compete a ésta valorar la procedencia del pedido de 
cooperación, impidiendo su tramitación o su consideración.

8º) ESPONTANEIDAD EN LA TRANSMISIÓN DE INFORMACIONES 
A LAS AUTORIDADES DEL ESTADO  REQUIRENTE

Se admite la espontaneidad en la transmisión de informaciones 
a las autoridades del Estado requirente . En efecto, existen situa-
ciones en que no sería necesario – o incluso posible- esperar una 
solicitud del Estado requirente. Se trata de las comunicaciones o 
informaciones sujetas al procedimiento de auxilio mutuo. Pueden 
citarse como ejemplos las comunicaciones al Estado requirente 
en cuanto a la efectivización de una medida de urgencia o en lo 
que refiere a la ocurrencia de procedimientos criminales super-
venientes, por ejemplo la detención de una persona requerida 
(cuando ello sea posterior a la aceptación de una solicitud en este 
sentido).

9º) DESARROLLO DE LAS COMUNICACIONES DIRECTAS.

Se comparten los lineamientos expuestos en el anexo nº 5b y 5c 
del presente documento.
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ANEXO Nº 2.A  
INSTRUMENTOS INTERNACIONALES

•	 Código de Derecho Internacional Privado. 1928.

•	 Convención sobre extradición. Suscrita en Montevideo en 1933.

En el ámbito de las Naciones Unidas:

•	 Convenio sobre la obtención de alimentos en el extranjero. 
1956.

•	 Convención de Palermo: Convención de Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional.2000.

•	 Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar 
y aire, que complementa la Convención de Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional. 2000.

•	 Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de per-
sonas, especialmente mujeres y niños, que complementa la 
Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Orga-
nizada Transnacional. 2000.

•	 Protocolo contra la fabricación y el tráfico de armas de fuego, 
sus piezas y componentes y municiones, que complementa la 
Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Orga-
nizada Transnacional. 2000.

•	 Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas. 1988.

•	 Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción. 2003. 
En el ámbito de la OEA, en tanto:

•	 Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Mate-
ria Penal. 1992.

•	 Convención Interamericana	 para el cumplimiento de 
condenas	 penales en el extranjero.1993.
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•	 Convención Interamericana sobre recepción de pruebas en el 
extranjero.1975.

•	 Convención interamericana sobre exhortos o cartas rogato-
rias.1975.

•	 Convención Interamericana sobre prueba e información acer-
ca del derecho extranjero. 1979.

•	 Convención interamericana sobre cumplimiento de medidas 
cautelares.1979.

•	 Convención interamericana sobre arbitraje comercial interna-
cional.1975.

•	 Convención interamericana sobre conflictos de leyes en mate-
ria de adopción de menores.1984.

•	 Convención Interamericana sobre restitución internacional de 
menores.1989.

•	 Convención interamericana sobre obligaciones alimenta-
rias.1989.

•	 Convención interamericana sobre tráfico internacional de me-
nores.1989.

•	 Convención interamericana contra la corrupción.1996.

•	 Convención interamericana contra la fabricación y el tráfico ilí-
citos de armas de fuego, municiones explosivos y otros mate-
riales relacionados.1997.

En el ámbito centroamericano:

Tratado de asistencia legal mutua en asuntos penales entre las 
repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nica-
ragua y Panamá.
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•	 En la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Priva-
do:

•	 Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles 
de la Sustracción Internacional de Menores.

•	 Convenio de 29 de mayo de 1993 relativo a la Protección del 
Niño y a la Cooperación en materia de Adopción Internacional.

•	 Convenio de 18 de marzo de 1970 sobre la Obtención de Prue-
bas en el Extranjero en Materia Civil o Comercial

•	 Convenio de 15 de noviembre de 1965 sobre la Notificación o 
Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales y Extraju-
diciales en Materia Civil o Comercial.

•	 Convenio de 5 de octubre de 1961 Suprimiendo la Exigencia de 
Legalización de los Documentos Públicos Extranjeros.

•	 Convenio de 25 de octubre de 1980 para Facilitar el Acceso In-
ternacional a la Justicia.

•	 Convenio de 19 de octubre de 1996 relativo a la Competencia, 
la Ley Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la Coopera-
ción en materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de 
Protección de los Niños

•	 Convenio de 23 de noviembre de 2007 sobre Cobro Internacio-
nal de Alimentos para los Niños y otros Miembros de la Familia.
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ANEXO 2.B

ESTADO DE RATIFICACIÓN DE INSTRUMENTOS

ONU

Convenio sobre la obtención de alimentos en el 
extranjero. 1956.

Chile, Argentina, Brasi, 
Colombia
Ecuador, España, 
Guatemala

México, Portugal, Uruguay

Convención de Palermo: Convención de 
Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional.2000.

Chile, Argentina, Bolivia 
Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba 

Ecuador, El Salvador, España 
Guatemala, Honduras, México 
Nicaragua, Panamá, Paraguay 

Perú, Portugal, Puerto Rico

República Dominicana, Uruguay, Venezuela

Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes 
por tierra, mar y aire, que complementa 
la Convención de Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional. 
2000.

Chile Argentina Brasil Costa Rica Ecuador
El Salvador España Guatemala México Nicaragua 
Panamá Paraguay Perú PortugalRepública 

Dominicana Uruguay Venezuela.

Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar 
la trata de personas, especialmente mujeres 
y niños, que complementa la Convención 
de Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional. 2000.

Chile Argentina Bolivia Brasil Colombia Costa Rica 
Ecuador
El Salvador España Guatemala Honduras México 
Nicaragua Panamá Paraguay Perú Portugal

República Dominicana, Uruguay, Venezuela
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Protocolo contra la fabricación y el tráfico de armas de fuego, 

sus piezas y componentes y municiones, que complementa 

la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional. 2000.

Chile, 

Argentina

Brasil

Costa Rica

Cuba

Ecuador

El Salvador

España

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

Portugal

República Dominicana

Uruguay

Venezuela.

Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de 

estupefacientes y sustancias sicotrópicas. 1988.

Chile

Argentina

Andorra

Bolivia

Brasil

Colombia

Costa Rica

Cuba

Ecuador

El Salvador

España

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú
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Portugal

República Dominicana

Uruguay

Venezuela.

Convención de las Naciones Unidas contra  

la corrupción. 2003.

Chile

Argentina

Andorra

Bolivia

Brasil

Colombia

Costa Rica

Cuba

Ecuador

El Salvador

España

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

Portugal

República Dominicana

Uruguay

Venezuela.

OEA

Convención Interamericana sobre Asistencia 

Mutua en Materia Penal. 1992.

Chile

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia

Costa Rica

Ecuador

El Salvador

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua
Panamá 
Paraguay 

Perú 
Uruguay 

Venezuela.
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Protocolo Facultativo relativo a la Convención 
Interamericana sobre Asistencia Mutua en materia 
penal. 1993.

Chile 
Brasil 

Colombia 
Ecuador 

Honduras 
Paraguay

Convención Interamericana de extradición. 1981.

Costa Rica 

Ecuador 

Panamá 

Venezuela.

Convención Interamericana Especializada de Derecho 

Internacional Privado (CIDIP) I sobre Exhortos o Cartas 

Rogatorias. 1975.

Chile

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia

Costa Rica

Ecuador

El Salvador

España

Guatemala Honduras

México

Panamá

Paraguay

Perú

Uruguay

Venezuela.

Protocolo Adicional a la Convención Interamericana sobre 

exhortos o cartas rogatorias. 1979.

Chile

Argentina

Brasil

Colombia

Ecuador
El Salvador

España

Guatemala

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

Uruguay

Venezuela.
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Convención Interamericana sobre prueba e 

información acerca del derecho extranjero. 1979.

Argentina

Brasil

Chile

Colombia

Ecuador

España

Guatemala

México

Paraguay

Perú

Uruguay

Venezuela

Convención Interamericana Especializada de 

Derecho Internacional Privado (CIDIP) I sobre 

Recepción de Pruebas en el Extranjero. 1975.

Chile

Argentina

Colombia

Costa Rica

Ecuador

El Salvador

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

República Dominicana

Uruguay

Venezuela.

Protocolo adicional a la Convención 

Interamericana sobre recepción de pruebas en el 

extranjero. 1984.

Argentina

Ecuador

México

Uruguay

Venezuela.
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Convención Interamericana para el cumplimiento de 

condenas penales en el extranjero. 1993.

Chile

Brasil

Costa Rica

Ecuador

El Salvador

Guatemala

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Uruguay

Venezuela.

Convención interamericana sobre cumplimiento de 

medidas cautelares. 1979.

Argentina

Colombia

Ecuador

Guatemala

Paraguay

Perú

Uruguay

Convención interamericana sobre arbitraje comercial 

internacional. 1975.

Chile

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia

Costa Rica

Ecuador

El Salvador

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

República Dominicana
Uruguay

Venezuela.
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Convención interamericana sobre competencia en la 
esfera internacional para la eficacia extraterritorial de las 
sentencias. 1984.

México  
Uruguay

Convención interamericana sobre conflictos de leyes 
en materia de adopción de menores.1984.

Chile 
Brasil 

Colombia 
Honduras 

México 
Panamá 
Paraguay

República Dominicana 
Uruguay

Venezuela.

Convención Interamericana sobre restitución 
internacional de menores. 1989.

Argentina 
Bolivia 
Brasil

Colombia 
Costa Rica 
Ecuador 
México 

Nicaragua 
Paraguay 

Perú

Uruguay 

Venezuela.

Convención interamericana sobre obligaciones 
alimentarias. 1989.

Argentina 
Bolivia 
Brasil 

Colombia 
Costa Rica 

Ecuador 
Guatemala 

México 
Panamá 
Paraguay

Perú 

Uruguay

Venezuela



PROTOCOLO IBEROAMERICANO SOBRE COOPERACIÓN  
JUDICIAL INTERNACIONAL

28

Convención interamericana sobre tráfico 

internacional de menores. 1989.

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia

Costa Rica

Ecuador

Guatemala

México

Nicaragua

Paraguay

Perú

Uruguay

Venezuela.

Convención interamericana contra la corrupción. 

1996.

Chile

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia

Costa Rica

Ecuador

El Salvador

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

República Dominicana

Uruguay

Venezuela

Convención interamericana contra la fabricación 

y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones 

explosivos y otros materiales relacionados. 1997.

Chile

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia

Costa Rica
Ecuador

El Salvador  
Guatemala  
Honduras  

México 
 Nicaragua 
 Panamá  
Paraguay  

Perú
República Dominicana  

Uruguay

Venezuela.
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CONFERENCIA DE LA HAYA DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO

Convenio de 23 de noviembre de 2007 sobre Cobro 

Internacional de Alimentos para los Niños y otros 

Miembros de la Familia

ninguno

Protocolo de 23 de noviembre de 2007 sobre la Ley 

Aplicable a las Obligaciones Alimenticias
ninguno

Convenio de 1 de marzo de 1954 sobre el Procedimiento Civil
Argentina España

Portugal

Convenio de 15 de junio de 1955 sobre Ley Aplicable a las 

Ventas de Carácter Internacional de Objetos Muebles 

Corporales

España

Convenio de 15 de abril de 1958 sobre Ley Aplicable a la 

Transferencia de la Propiedad en Caso de Venta de Carácter 

Internacional de Objetos Muebles Corporales

ninguno

Convenio de 15 de abril de 1958 sobre la Competencia del 

Foro Contractual en el Supuesto de Venta de Carácter 

Internacional de Objetos Muebles Corporales

ninguno

Convenio de 15 de junio de 1955 para Regular los Conflictos 

entre la Ley Nacional y la Ley del Domicilio
España

Convenio de 1 de junio de 1956 sobre el Reconocimiento 

de la Personalidad Jurídica de Sociedades, Asociaciones y 

Fundaciones Extranjeras

España

Convenio de 24 de octubre de 1956 sobre Ley Aplicable a las 
Obligaciones Alimenticias respecto a Menores España Portugal

Convenio de 15 de abril de 1958 sobre el Reconocimiento 
y Ejecución de Decisiones en Materia de Obligaciones 
Alimenticias

España Portugal

Convenio de 5 de octubre de 1961 sobre Competencia de 

Autoridades y Ley
España

Aplicable en Materia de Protección de Menores Portugal

Convenio de 5 de octubre de 1961 sobre los Conflictos de Leyes 
en Materia de Forma de las Disposiciones Testamentarias

España  
Portugal
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Convenio de 5 de octubre de 1961 Suprimiendo la Exigencia de 
Legalización de los Documentos Públicos Extranjeros

Andorra 
Argentina 
Colombia 
Costa Rica 
Ecuador

El Salvador 
España 

Honduras 
México 

Nicaragua 
Panamá 

Perú 
Portugal

República Dominicana 
Uruguay

Venezuela

Convenio de 15 de noviembre de 1965 sobre Competencia de 

Autoridades, Ley Aplicable y Reconocimiento de Decisiones en 

Materia de Adopción

ninguno

Convenio de 15 de noviembre de 1965 sobre la Notificación 
o Traslado en el Extranjero de Documentos Judiciales y 
Extrajudiciales en Materia Civil o Comercial

Argentina  
Colombia  

España  
México  

Portugal

Venezuela.

Convenio de 25 de noviembre de 1965 sobre los Acuerdos de 

Elección de Foro
ninguno

Convenio de 1 de febrero de 1971 sobre Reconocimiento y Ejecución 

de Sentencias Extranjeras en Materia Civil y Comercial
Portugal

Protocolo de 1 de febrero de 1971 Adicional al Convenio de La Haya 

sobre Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Extranjeras en 

Materia Civil y Comercial

Portugal

Convenio de 1 de junio de 1970 sobre el Reconocimiento de 

Divorcios y de Separaciones Legales
Portugal



PROTOCOLO IBEROAMERICANO SOBRE COOPERACIÓN  
JUDICIAL INTERNACIONAL

31

Convenio de 4 de mayo de 1971 sobre Ley Aplicable en 

Materia de Accidentes de Circulación por Carretera
España Portugal

Convenio de 18 de marzo de 1970 sobre la Obtención de 
Pruebas en el Extranjero en Materia Civil o Comercial

Argentina 
Colombia 

España 
México 

Portugal

Venezuela.

Convenio de 2 de octubre de 1973 sobre la 

Administración Internacional de las Sucesiones
Portugal

Convenio de 2 de octubre de 1973 sobre Ley Aplicable a 

la Responsabilidad por Productos

España 

Portugal

Convenio de 2 de octubre de 1973 sobre Reconocimiento 
y Ejecución de Resoluciones relativas a las Obligaciones 
Alimenticias

Andorra 
España

Portugal

Convenio de 2 de octubre de 1973 sobre Ley Aplicable a las 

Obligaciones Alimenticias

España 

Portugal

Convenio de 14 de marzo de 1978 sobre Ley Aplicable a los 

Regímenes Matrimoniales
Portugal

Convenio de 1 de agosto de 1989 sobre la Ley Aplicable a las 

Sucesiones por causa de Muerte
Argentina

Convenio de 29 de mayo de 1993 relativo a la Protección 
del Niño y a la Cooperación en materia de Adopción 
Internacional

Chile
 Andorra 

Brasil 
Colombia 
Costa Rica 

Cuba 
Ecuador

El Salvador 
España 

Guatemala 
México 

Panamá 
Paraguay 

Perú 
Portugal

República Dominicana 

Uruguay

Venezuela
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Convenio de 19 de octubre de 1996 Relativo a la 
Competencia, la Ley Aplicable, el Reconocimiento, 
la Ejecución y la Cooperación en materia de 
Responsabilidad Parental y de Medidas de 
Protección de los Niños

Ecuador España Portugal

Convenio de 13 de enero de 2000 sobre 

Protección Internacional de los Adultos
ninguno

Convenio de 5 de julio de 2006 sobre la Ley 

Aplicable a Ciertos Derechos sobre Valores 

Depositados en un Intermediario

ninguno

Convenio de 30 de junio de 2005 sobre Acuerdos 

de Elección de Foro
México

Convenio de 14 de marzo de 1978 relativo 

a la Celebración y al Reconocimiento del 

Matrimonio

Portugal

Convenio de 14 de marzo de 1978 sobre la Ley 

Aplicable a los Contratos de Intermediarios y a la 

Representación

Argentina 

Portugal

Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional 
de Menores

Chile 
Argentina 
Andorra 

Brasil 
Colombia 
Costa Rica 
Ecuador

El Salvador 
España 

Guatemala 
Honduras 

México 
Nicaragua 
Panamá 
Paraguay 

Perú 
Portugal

República Dominicana 
Uruguay

Venezuela.

Convenio de 25 de octubre de 1980 para Facilitar el 

Acceso Internacional a la Justicia

Brasil  

España

Convenio de 1 de julio de 1985 sobre la Ley Aplicable 

al Trust y a su
ninguno
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Reconocimiento

Convenio de 22 de diciembre de 1986 sobre la Ley Aplicable a los 

Contratos de Compraventa Internacional de Mercaderías
Argentina

Conferencia Internacional Americana

Código de Derecho Internacional Privado

Perú; Uruguay; Panamá; Ecuador; México; El 
Salvador; Guatemala; Nicaragua; Bolivia; Venezuela; 
Colombia; Honduras; Costa Rica; Brasil; Argentina; 
Paraguay; Haití; República Dominicana; Estados 
Unidos; Cuba

Otros

Convención sobre

extradición. Suscrita en Montevideo en 1933.

Argentina, 
Colombia, 
Chile, El 
Salvador, 
Ecuador, 
Guatemala, 
Honduras, 
México, 
Nicaragua, 
Panamá, 
República 
Dominicana.
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ANEXO Nº 3.A

GUÍA DE BUENAS PRÁCTICAS PARA LOS EXHORTOS CIVILES 
INTERNACIONALES:

En la emisión:

a)	 En los casos que el Convenio de Cooperación Jurídica aplica-
ble no previera el uso de un formulario específico, o cuando no 
existiera Convenio de Cooperación Jurídica aplicable al caso o 
no fuera contrario a la legislación nacional, la autoridad emiso-
ra del exhorto internacional lo emitirá en el formulario o mode-
lo estandarizado aprobado.

b)	 Al emitir la rogatoria se hará expresa mención al convenio o 
instrumento jurídico con base al cual se solicita la asistencia 
legal y se identificará completamente la causa que genera la 
solicitud y la autoridad que la emite (proporcionando a las au-
toridades requeridas el nombre y las señas del despacho judi-
cial y, de ser posible, de la persona encargada de emitir la so-
licitud, en particular su número de teléfono, de fax y su correo 
electrónico).

c)	 La autoridad requirente al emitir la rogatoria realizará una des-
cripción de la naturaleza exacta de la asistencia requerida – no-
tificación documento, práctica de prueba,…. -, proporcionando 
toda la información necesaria para facilitar su ejecución.

d)	 Cuando el Órgano Judicial emisor tuviera dudas sobre el Con-
venio aplicable al caso, sobre el medio más rápido y eficaz para 
obtener la asistencia jurídica pretendida, o sobre algún even-
tual obstáculo para la ejecución de la medida (incluyendo la 
posibilidad de utilizar el correo electrónico, la videoconferen-
cia, la comunicación judicial directa u otro medio tecnológico), 
podrá tomar contacto con alguna de las siguientes personas/
instituciones para recibir asesoramiento: i) La Oficina compe-
tente en el Poder Judicial encargada de prestar asistencia en 
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materia de cooperación jurídica internacional; ii) La Autoridad 
Central designada para el funcionamiento del Convenio de 
cooperación jurídica correspondiente; iii) el punto de contacto 
de Iberred en el poder judicial; iv) para los casos que involucra-
ran a un niño, al Juez de la Red Internacional de Jueces de La 
Haya.

e)	 Algunas jurisdicciones han comenzado a utilizar exhortos elec-
trónicos firmados digitalmente, así como exhortos en medio 
papel que se escanean y se adelantan a través de correo elec-
trónico, fax o el sistema seguro de comunicación Iber@. A los 
efectos de agilizar los pedidos de cooperación jurídica, se reco-
mienda valorar la posibilidad de utilizar alguna de las prácticas 
mencionadas, y en caso de duda sobre la factibilidad de que 
sean aceptadas en el país requerido, se sugiere realizar la con-
sulta previa a través de alguno de las personas/instituciones 
mencionadas en el párrafo anterior.

f)	 La autoridad requirente podrá solicitar a la autoridad requerida 
que, en caso de utilización del exhorto como vía para la notifica-
ción de documentos, ejecute la rogatoria vía correo electrónico, 
siempre que dicho medio de notificación no sea incompatible 
con la legislación del Estado requerido.

g)	 La autoridad requirente podrá solicitar a la autoridad requerida 
que, en caso de utilización del exhorto como vía para la obten-
ción de prueba en el extranjero, ejecute la rogatoria mediante 
la utilización de métodos tecnológicos, como la videoconferen-
cia, siempre que dicho medio no sea incompatible con la legis-
lación del Estado requerido y dichos medios tecnológicos se 
encontraran disponibles para ser aplicados en el caso dado.

h)	 Cuando se haya establecido un plazo o se hayan calificado las 
solicitudes de urgentes, se explicarán las razones del plazo o de 
la urgencia. Todas las medidas relacionadas con la protección 
de un niño se considerarán urgentes y se resolverán inmediata-
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mente. En estos casos se sugiere contactar al Juez de la Red de 
La Haya en la jurisdicción requirente, o en su defecto al punto 
de contacto civil de la IberRed, para que provea asesoramiento 
sobre la forma más efectiva de tramitar la medida en el país 
extranjero (ej. indicando el Convenio internacional aplicable, la 
posibilidad de obtener información a través de una comunica-
ción judicial directa, o la posibilidad de utilizar la videoconfe-
rencia u otra tecnología similar).

i)	 Cuando se haya calificado la rogatoria de «confidencial», se ex-
plicarán las razones de la confidencialidad.

j)	 A la hora de elaborar una solicitud de asistencia judicial inter-
nacional se intentará utilizar un lenguaje lo más sencillo posi-
ble.

k)	 Al emitir una comisión rogatoria, esta irá acompañada de un 
certificado de cumplimiento, conforme al modelo estandariza-
do contemplado en el convenio aplicable o al aprobado por la 
Cumbre Judicial.

l)	 Igualmente se solicitará acuse de recibo e identificación de la 
autoridad encargada del cumplimiento y de sus datos de con-
tacto.

En el cumplimiento:

a)	 Se recomienda que la Autoridad Central del Estado requerido, 
o la autoridad que reciba una rogatoria para su transmisión 
a la autoridad nacional competente para su ejecución, acuse 
recibo a la Autoridad remitente a la mayor brevedad posible, 
utilizando para ello el acuse de recibo previsto en el Convenio 
aplicable, y si no existiera se recomienda utilizar el modelo es-
tandarizado aprobado por la Cumbre Judicial.

	 El acuse de recibo comprenderá la indicación del nombre y las 
señas de la autoridad encargada de la ejecución de la roga-
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toria, en particular su número de teléfono, de fax y de correo 
electrónico.

b)	 De todas las peticiones de información escritas relativas a la 
ejecución de rogatorias que remita la autoridad requirente se 
dará contestación por escrito por una autoridad del Estado re-
querido.

c)	 Se dará prioridad, siempre que ello no contravenga la legisla-
ción del Estado miembro requerido, a las rogatorias que la au-
toridad requirente haya calificado como urgentes.

d)	 Si, por ser urgente, se hubiera recibido la comisión rogatoria 
por vía informal, se le dará curso en el menor tiempo posible 
siempre que ello no sea contrario a la legislación nacional.

e)	 Se tratarán con reserva o secreto, siempre que ello no contra-
venga la legislación del Estado requerido, a las rogatorias que 
la autoridad requirente haya calificado como confidenciales.

f)	 Cuando no pueda prestarse en su totalidad o en parte la asis-
tencia solicitada, y ello se debiera a una cuestión de forma o 
falta de información que se considere subsanable, se informará 
de la situación a las autoridades requirentes (utilizando los me-
dios más rápidos disponibles), procurando facilitar los medios 
para solventar la dificultad y prestar la asistencia judicial solici-
tada, evitando la devolución o rechazo de la rogatoria.

g)	 La autoridad requerida pondrá a disposición de la autoridad 
requirente toda la información de que disponga, aunque no 
haya sido expresamente solicitada por ésta, siempre que pue-
da resultar de utilidad o interés para el éxito de la investigación 
o del proceso llevado a cabo por la autoridad requirente.

h)	 Cuando el Órgano Judicial requerido tuviera dudas sobre el 
Convenio aplicable al caso, sobre la posibilidad de cumplir o no 
con el requerimiento recibido, sobre la forma de llevarlo a cabo 
o de superar algún obstáculo que impida o dificulte el diligen-
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ciamiento de la medida (incluyendo la posibilidad de utilizar el 
correo electrónico, la videoconferencia, la comunicación judi-
cial directa u otro medio tecnológico), podrá tomar contacto 
con alguna de las siguientes personas o instituciones para re-
cibir asesoramiento: i) La Oficina competente en el Poder Judi-
cial encargada de prestar asistencia en materia de cooperación 
jurídica internacional; ii) La Autoridad Central designada para 
el funcionamiento del Convenio de cooperación jurídica co-
rrespondiente; iii) el punto de contacto de IberRed en el poder 
judicial; iv) para los casos que involucraran a un niño, al Juez de 
la Red Internacional de Jueces de La Haya.
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ANEXO Nº 3.B

GUÍA DE BUENAS PRÁCTICAS PARA LOS EXHORTOS  
PENALES INTERNACIONALES2: 2

En la emisión:

•	 En los casos que el Convenio de Cooperación Jurídica aplica-
ble no previera el uso de un formulario específico, o cuando no 
existiera Convenio de Cooperación Jurídica aplicable al caso o 
no fuera contrario a la legislación nacional, la autoridad emiso-
ra del exhorto internacional lo emitirá en el formulario o mode-
lo estandarizado aprobado.

•	 Al emitir la rogatoria se hará expresa mención al convenio o 
instrumento jurídico con base al cual se solicita la asistencia 
legal y se identificará completamente la causa que genera la 
solicitud y la autoridad que la emite (proporcionando a las au-
toridades requeridas el nombre y las señas del despacho judi-
cial y, de ser posible, de la persona encargada de emitir la so-
licitud, en particular su número de teléfono, de fax y su correo 
electrónico).

•	 En todo caso, la autoridad requirente al emitir la rogatoria rea-
lizará una descripción de la naturaleza exacta de la asistencia 
requerida, incluyendo una relación de hechos y de derecho, y 
proporcionando toda la información necesaria para facilitar su 
ejecución.

•	 Cuando se haya establecido un plazo o se hayan calificado las 
solicitudes de urgentes, se explicarán las razones del plazo o 
de la urgencia.

•	 Algunas jurisdicciones han comenzado a utilizar exhortos 
electrónicos firmados digitalmente, así como exhortos en me-
dio papel que se escanean y se adelantan a través de correo 
electrónico, fax o el sistema seguro de comunicación Iber@. 

2	  Esta guía se elabora a partir de las ya difundidas por Iber-Red, que están disponibles en el siguiente 
enlace: https://www.iberred.org/sites/default/files/contenido/Guia%20Buenas%20practicas%20PC.pdf,
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A los efectos de agilizar los pedidos de cooperación jurídica, 
se recomienda valorar la posibilidad de utilizar alguna de las 
prácticas mencionadas. En caso de duda sobre la viabilidad de 
esta práctica es recomendable tomar contacto con alguna de 
las siguientes  personas/instituciones  para  recibir  asesora-
miento:  i)  La  Oficina 2 Esta guía se elabora a partir de las ya 
difundidas por Iber-Red, que están disponibles en el siguiente 
enlace: https://www.iberred.org/sites/default/files/contenido/
Guia%20Buenas%20practicas%20PC.pdf, competente en el 
Poder Judicial encargada de prestar asistencia en materia de 
cooperación jurídica internacional; ii) La Autoridad Central de-
signada para el funcionamiento del Convenio de cooperación 
jurídica correspondiente; iii) el punto de contacto de Iberred 
en el poder judicial

•	 Cuando se hayan indicado en la rogatoria mayores condicio-
nes de confidencialidad, se explicarán las razones que lo jus-
tifican.

•	 A la hora de elaborar una solicitud de asistencia judicial inter-
nacional se intentará utilizar un lenguaje lo más sencillo posi-
ble, y en especial explicar con claridad el alcance de aquellas 
figuras jurídicas particulares del país requirente.

•	 Al emitir una comisión rogatoria, esta irá acompañada de un 
certificado de cumplimiento, conforme al modelo estandari-
zado contemplado en el convenio aplicable o al aprobado por 
la Cumbre Judicial.

•	 Igualmente se solicitará acuse de recibo e identificación de la 
autoridad encargada del cumplimiento y de sus datos de con-
tacto.

•	 Cuando exista más de una vía formal posible para la remisión 
de un exhorto, se utilizará la que sea más expedita y directa, 
siempre y cuando la legislación del Estado requerido lo per-
mita.

https://www.iberred.org/sites/default/files/contenido/Guia Buenas practicas PC.pdf
https://www.iberred.org/sites/default/files/contenido/Guia Buenas practicas PC.pdf
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En la ejecución:

•	 Se recomienda que la Autoridad Central del Estado requerido, 
o la autoridad que reciba una rogatoria para su transmisión 
a la autoridad nacional competente para su ejecución, acuse 
recibo a la Autoridad remitente a la mayor brevedad posible, 
utilizando para ello el acuse de recibo previsto en el Convenio 
aplicable, y si no existiera se recomienda utilizar el modelo es-
tandarizado aprobado por la Cumbre Judicial.

•	 El acuse de recibo comprenderá la indicación del nombre y las 
señas de la autoridad encargada de la ejecución de la roga-
toria, en particular su número de teléfono, de fax y de correo 
electrónico.

•	 De todas las peticiones de información escritas relativas a la 
ejecución de rogatorias que remita la autoridad requirente se 
dará contestación por escrito por una autoridad del Estado re-
querido

•	 Se dará prioridad, siempre que ello no contravenga la legisla-
ción del Estado miembro requerido, a las rogatorias que la au-
toridad requirente haya calificado claramente como urgentes.

•	 Se tratarán con reserva o secreto, siempre que ello no contra-
venga la legislación del Estado miembro requerido, a las roga-
torias en que la autoridad requirente haya indicado especiales 
condiciones de reserva.

•	 El juez que ejecuta el exhorto deberá coordinarse con las auto-
ridades competentes de su país, cuando proceda, para llevar a 
buen término el cumplimiento.

•	 Cuando no pueda prestarse en su totalidad o en parte la asis-
tencia solicitada, y ello se debiera a una cuestión de forma o 
falta de información que se considere subsanable, se informa-
rá de la situación a las autoridades requirentes (utilizando los 
medios más rápidos disponibles), procurando facilitar los me-
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dios para solventar la dificultad y prestar la asistencia judicial 
solicitada, evitando la devolución o rechazo de la rogatoria.

•	 La autoridad requerida pondrá a disposición de la autoridad 
requirente, de modo espontáneo, toda la información de que 
disponga, aunque no haya sido expresamente solicitada por 
ésta, siempre que pueda resultar de utilidad o interés para el 
éxito de la investigación o del proceso llevado a cabo por la 
autoridad requirente.
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ANEXO Nº 3.C

MODELOS DE SOLICITUDES DE ASISTENCIA  
JUDICIAL INTERNACIONAL:

SOLICITUD DE ASISTENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL EN  
MATERIA CIVIL

Estado al que se dirige la solicitud y, en su caso, datos de la autoridad 

requerida:

Autoridad requirente o solicitante de la rogatoria:

Datos del procedimiento en el que se pide la asistencia:

País:

Título o cargo:  
Apellidos y nombre:  
Dirección:
Ciudad:

Código Postal y Provincia:  
número de telefono:  
número de fax:
correo electrónico:  
idioma que habla:

(describir el tipo de órgano, el país, el territorio donde ejerce su función, 
y todos los datos que se dispongan)

Tipo de procedimiento: 

Referencia o número:
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Anexo 3b_Modelo formulario cooperacion civil.doc

Urgencia / Fecha límite:

( en caso de urgencia o fecha límite explicar las razones de forma precisa )

Confidencialidad:

( si se solicita que la información transmitida sea tratada de forma confidencial explicar las razones )

Convenios aplicables:

Antecedentes:

Justificación de la solicitud:
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Anexo 3b_Modelo formulario cooperacion civil.doc

Actividad solicitada:

(diligencias cuya práctica se solicita, describiéndolas de forma precisa, con todos los datos identificativos
de las personas u objetos afectados. En caso de ser varios describirlos de forma separada)

(en el taller podria acordarse que se estableciera un listado con
casillas de modo que la autoridad requirente marcase expresamente
aquellas que constituyen objeto de la rogatòria)

Formalidades especiales de la actividad solicitada:

(especificar las formalidades exigidas, coordinación o simultaneidad con otras diligencias, presencia de
abogado, juramento o promesa, etc)

Personas designadas por la autoridad requirente para que estén
presentes en la diligencia que se solicita:

Transmisión parcial de los resultados obtenidos:
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Anexo 3b_Modelo formulario cooperacion civil.doc

(especificar si se solicita que se transmitan parcialmente los resultados a medida que se obtengan y
forma de transmisión)

Puntos de Contacto u otros intermediarios:

(especificar si se ha solicitado asistencia o intermediación a través de IberRed –
https://www.iberred.org/
o de otro modo)

Relación de ANEXOS que se acompañan:

1. acuse de recibo (si/no)

2. copia de la legislación aplicable (si/no)

3. otros (especificar):

En LUGAR , a FECHA

Firma:

Fdo.______________________________________________

ACUSE DE RECIBO

DE SOLICITUD DE AUXILIO JUDICIAL INTERNACIONAL CIVIL

1. SOLICITUD REMITIDA POR EL ESTADO REQUIRENTE
País/

Autoridad/

Teléfono/



PROTOCOLO IBEROAMERICANO SOBRE COOPERACIÓN  
JUDICIAL INTERNACIONAL

47

Anexo 3b_Modelo formulario cooperacion civil.doc

Fax/

Correo electrónico/

Referencia en el Estado requirente/

Fecha emisión/

Interviniente/

Objeto de la solicitud/

2. HA SIDO RECIBIDA EN EL ESTADO REQUERIDO

País/

Autoridad/

Referencia en el Estado requerido/

Fecha recepción/

Teléfono/

Fax/

Correo electrónico/

3. HA SIDO REMITIDA PARA SU EJECUCIÓN A LA SIGUIENTE AUTORIDAD

Autoridad/

Dirección/

Teléfono/

Fax/

Correo electrónico/

(Hipervínculo con las solicitudes de auxilio judicial de los Convenios de la
Haya relativos a la notificación o traslado en el extranjero de documentos
judiciales o extrajudiciales en materia civil o comercial, de 1965, y sobre
obtención de pruebas en el extranjero, de 1970, y la Convención
interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias hecho en Panamá el 30 de
enero de 1975. )
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Anexo 3a_Modelo formulario cooperacion penal.doc

SOLICITUD DE ASISTENCIA JUDICIAL
INTERNACIONAL

EN MATERIA PENAL

Estado al que se dirige la solicitud y, en su caso, datos de la
autoridad requerida:

(describir el tipo de órgano, si es de enjuiciamiento o de investigación, el país, el territorio donde ejerce
su función, y todos los datos que se dispongan)

Autoridad requirente o solicitante de la rogatoria:

País:

Título o cargo:

Apellidos y nombre:

Dirección:

Ciudad:

Código Postal y Provincia:

número de telefono:

número de fax:

correo electrónico:

idioma que habla:

Datos del procedimiento en el que se pide la asistencia:

Tipo de procedimiento:

Referencia o número:
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Anexo 3a_Modelo formulario cooperacion penal.doc

Urgencia / Fecha límite:

( en caso de urgencia o fecha límite explicar las razones de forma precisa )

Confidencialidad:

( si se solicita que la información transmitida sea tratada de forma confidencial explicar las razones )

Convenios aplicables:

Hechos punibles:

Calificación jurídica:
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Anexo 3a_Modelo formulario cooperacion penal.doc

Justificación de la solicitud:

Actividad solicitada:

(diligencias cuya práctica se solicita, describiéndolas de forma precisa, con todos los datos identificativos
de las personas u objetos afectados. En caso de ser varios describirlos de forma separada)

(en el taller podria acordarse que se estableciera un listado con
casillas de modo que la autoridad requirente marcase expresamente
aquellas que constituyen objeto de la rogatòria)

Formalidades especiales de la actividad solicitada:

(especificar las formalidades exigidas, coordinación o simultaneidad con otras diligencias, presencia de
abogado, juramento o promesa, etc)

Personas designadas por la autoridad requirente para que estén
presentes en la diligencia que se solicita:
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Anexo 3a_Modelo formulario cooperacion penal.doc

Transmisión parcial de los resultados obtenidos:

(especificar si se solicita que se transmitan parcialmente los resultados a medida que se obtengan y
forma de transmisión)

Puntos de Contacto u otros intermediarios:

(especificar si se ha solicitado asistencia o intermediación a través de IberRed –
https://www.iberred.org/
o de otro modo)

Relación de ANEXOS que se acompañan:

1. acuse de recibo (si/no)

2. copia de la legislación aplicable (si/no)

3. otros (especificar):

En LUGAR , a FECHA

Firma:
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Anexo 3a_Modelo formulario cooperacion penal.doc

Fdo.______________________________________________

ACUSE DE RECIBO

DE SOLICITUD DE AUXILIO JUDICIAL INTERNACIONAL PENAL

1. SOLICITUD REMITIDA POR EL ESTADO REQUIRENTE
País/

Autoridad/

Teléfono/

Fax/

Correo electrónico/

Referencia en el Estado requirente/

Fecha emisión/

Interviniente/

Objeto de la solicitud/

2. HA SIDO RECIBIDA EN EL ESTADO REQUERIDO

País/

Autoridad/

Referencia en el Estado requerido/

Fecha recepción/

Teléfono/

Fax/

Correo electrónico/

3. HA SIDO REMITIDA PARA SU EJECUCIÓN A LA SIGUIENTE AUTORIDAD

Autoridad/

Dirección/

Teléfono/

Fax/

Correo electrónico/
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ANEXO Nº 4

GUIA DE BUENAS PRÁCTICAS

EN MATERIA DE EXTRADICION:

La presente guía tiene por objeto coordinar el trabajo de los Pode-
res Judiciales de los países miembros de la Cumbre Judicial Ibe-
roamericana en lo relativo al cumplimiento en cada país de las re-
soluciones pronunciadas por tribunales de otro Estado miembro.

La extradición es el procedimiento de cooperación Internacional 
mediante el cual un Estado (requirente) solicita a otro (requerido) 
la entrega del autor o participe de un

hecho punible que se halla en su territorio y que se encuentra pro-
cesado o ha sido condenado por las autoridades competentes so-
licitantes.

El proceso de extradición es el conjunto de actuaciones, ordena-
das legalmente, para garantizar, y en su caso disponer, la entrega 
por las autoridades del Estado donde se halla una persona recla-
mada por las autoridades de otro estado, con el fin de responder 
de actividades delictivas, al objeto que sea juzgada por sus órga-
nos jurisdiccionales o cumpla la pena o medida de seguridad que 
le impuso.

La extradición en los países miembros de la Cumbre se ajustara 
a lo que establezcan al respecto los tratados públicos en que sea 
partes, y a falta d estos tratados,

se aplicaran las disposiciones o legislación interna de cada una de 
los países.

Los hechos que permiten conceder la extradición en los países 
miembros de la cumbre son:

La extradición será concedida, por hechos que según la ley pe-
nal de ambos estados constituye delito con una pena privativa de 
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libertad, cuya duración intermedia no sea inferior a cuatro años. 
Asimismo, se concederá la extradición por delitos comprendidos 
en tratados en los cuales el estado requirente y el estado requeri-
do sea partes.

Si la extradición es solicitada para la ejecución de uno o más con-
denas, la duración de la pena total aun por cumplirse, debe ser 
superior a un año, desde el momento en que se recibe la solicitud.

Para que la extradición proceda es necesario que los hechos cons-
titutivos del delito por el cual el reclamo haya sido procesado, san-
cionado o perseguido, se hubieran en la jurisdicción del Estado 
requirente y que tengan señalada una pena privativa de libertad, 
tanto en la legislación de dicho Estado como en el país requerido.

Si la autoridad central estima procedente la solicitud de extradi-
ción lo decidirá por medio de resolución correspondiente, que no-
tificara a la persona reclamada. Si esta manifiesta libremente su 
conformidad con la extradición solicitada, se le pondrá enseguida 
a disposición del Estado requirente.

Una vez la autoridad requirente emita el auto o providencia que 
ordene la acción judicial internacional en materia penal, sigue los 
siguientes pasos, ya sea que se fundamente en un tratado o con-
vención internacional o se fundamente en el principio de recipro-
cidad entre los países.

BUENAS PRÁCTICAS IDENTIFICADAS:

1.- 	 En la determinación de una conducta como punible, según 
las leyes de ambos Estados parte, se considerarán las siguien-
tes circunstancias:

a) 	 La calificación se llevará a cabo exclusivamente en considera-
ción a la descripción que se realice de los hechos imputados, 
con abstracción de la denominación que se dé al tipo penal 
en cada uno de los ordenamientos.
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b) 	 Deberá tomarse en consideración la totalidad de las acciones 
u omisiones imputadas a la persona cuya extradición se re-
clama, aun cuando, de acuerdo con las leyes de los Estados 
contratantes, algunos elementos constitutivos del delito di-
fieran.

2.- 	 La solicitud de extradición deberá formularse por escrito y 
comunicarse por la vía diplomática. Sin perjuicio de que las 
comunicaciones puedan adelantarse a través de medios 
simplificados.

Con la solicitud de extradición deberá acompañarse:

a) Descripción circunstanciada de los hechos por los cuales se so-
licita la extradición, indicando en la forma más exacta posible el 
tiempo y lugar de su perpetración y su calificación legal.

b) Original o copia auténtica de la sentencia condenatoria, orden 
de aprehensión, auto de prisión o cualquier otra resolución judicial 
de la que se desprenda la existencia del hecho punible y los indi-
cios racionales de la participación del reclamado.

c) Copia auténtica de las disposiciones legales que tipifican y san-
cionan la infracción penal con expresión de la pena aplicable, los 
que establecen la competencia de la Parte requirente para cono-
cer del mismo, así como también los referentes a la prescripción 
de la acción y de la pena.

d) Datos que permitan establecer la identidad, nacionalidad y re-
sidencia del individuo reclamado y, siempre que sea posible, los 
conducentes a su localización, su fotografía y huellas dactilares.

3.- Si los datos o documentos enviados con la solicitud de extradi-
ción son insuficientes o defectuosos, la parte requerida pondrá en 
conocimiento de la requirente las omisiones o defectos para que 
puedan ser subsanados en la brevedad.

4.-Todos los documentos que el Estado requirente presente en 
conformidad con las disposiciones del presente protocolo debe-
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rán acompañarse de una traducción al idioma del Estado requeri-
do u otro idioma que dicha Parte acepte.

5.- La Parte requerida podrá conceder la extradición simplificada, 
sin cumplir con las formalidades que establece esta guía, si la per-
sona reclamada, con asistencia letrada y después de haber sido 
informada acerca de sus derechos a un procedimiento de extradi-
ción, prestare su expreso consentimiento a ser extraditada, siem-
pre que ello no contravenga su ordenamiento jurídico.

6.- En caso de urgencia, un Estado contratante podrá solicitar, por 
medio de la Organización de Policía Criminal Internacional (IN-
TERPOL) o por otra forma, la detención provisional de la persona 
buscada y el aseguramiento de los medios de prueba y de los pro-
ductos del hecho punible. La solicitud podrá ser transmitida por 
correo o por cualquier otro medio que proporcione un registro por 
escrito.

Ante la recepción de una solicitud de este tipo, el Estado requeri-
do deberá adoptar las medidas necesarias para asegurar la deten-
ción provisional de la persona y, si corresponde, la incautación de 
los bienes relacionados con el hecho punible, y deberá informar al

Estado requirente de la fecha de la detención.

7.- Cuando la salud u otra circunstancia personal de la persona re-
clamada sean tales que harían la entrega peligrosa para su vida o 
incompatible con condiciones humanitarias, la entrega podrá ser 
pospuesta hasta que ya no represente o plantee un peligro para la 
vida ni sea incompatible con consideraciones humanitarias.

8.- Cuando la extradición sea concedida, el Estado requerido de-
berá entregar a la persona en un punto de salida de su territorio 
conveniente para el Estado requirente.

En la medida en que las leyes del Estado requerido lo permitan y 
con sujeción a los derechos de terceros, que deberán ser debida-
mente respetados, todos los bienes incautados en el Estado re-
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querido, que hayan sido adquiridos como producto del delito o 
que puedan ser requeridos como prueba, deberán ser entregados 
si la extradición es concedida y el Estado Requirente así lo soli-
cita. Los bienes antes señalados deberán ser entregados al Esta-
do requirente, si éste así lo solicita, aun cuando la extradición no 
pudiese tener lugar a consecuencia de la muerte o evasión de la 
persona reclamada.

9.- La Parte Requirente podrá designar un representante formal-
mente autorizado para actuar ante la autoridad judicial en los pro-
cedimientos de extradición. El representante mencionado prece-
dentemente será formalmente notificado, a fin de que pueda ser 
oído de acuerdo con las leyes de la parte requerida, antes de que 
se dicte la decisión concerniente a la extradición.

10.- Los Estados contratantes acuerdan, de conformidad con sus 
respectivas leyes, brindarse mutuamente la máxima cooperación 
posible en materias criminales, para los efectos de la investigación 
y enjuiciamiento a que dé lugar la comisión de hechos punibles 
dentro de sus respectivas jurisdicciones.

11.- Se valoran positivamente las experiencias ya existentes o en 
proceso de negociación en el ámbito iberoamericano de supera-
ción de la extradición mediante las órdenes judiciales de deten-
ción y entrega. Estos mecanismos están vigentes hoy entre Espa-
ña y Portugal, en el marco de la Unión Europea, y están previstos 
en los ámbitos de

SICA y MERCOSUR.
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ANEXO Nº 5.A

CONVENIO IBEROAMERICANO SOBRE EL USO DE LA  
VIDEOCONFERENCIA

Cumbre
• •,•■■ •■•■■•• fo COMJIB

Convenio Iberoamericano sobre el Uso de la Videoconferencia en la 

Cooperación  Internacional entre Sistemas de Justicia 

Los Estados Iberoamericanos firmantes de este Convenio, en adelante las Partes; 

Manifestando su voluntad de reforzar y de fortalecer la cooperación regional e 

internacional, y de conformidad con el Tratado Constitutivo de la Conferencia de 

Ministros de Justicia de los Paises Iberoamericanos. 

Considerando la importancia de incrementar el uso de las nuevas tecnologías como 

una herramienta para contribuir a la procuración y administración de justicia ágil, 

eficiente y eficaz: 

Teniendo en cuenta que la forma y tramitación de las solicitudes con arreglo al 

presente Convenio, la notificación y otras formalidades procesales se rigen por lo 

previsto en los respectivos instrumentos bilaterales o multilaterales y el derecho 

interno de cada Parte. 

Las Partes acuerdan lo siguiente: 

Título I - Disposiciones generales 

Artículo 1° 

Objeto del acuerdo 

El presente Convenio favorece el uso de la videoconferencia entre las autoridades 

competentes de las Partes como un medio concreto para fortalecer y agilizar la 

cooperación mutua en materia civil, comercial y penal. y en otras materias que las 

Partes acuerden de manera expresa. 

Artículo 2° 

Definición de Videoconferencia 

Se entenderá por "Videoconferencia", en el ámbito de este Convenio, un sistema 

interactivo de comunicación que transmita, de forma simultánea y en tiempo real, 
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A I  A •Secretaria General 
Iberoamericana

Imagen, sonido y datos a distancia de una o más personas que presten declaración, 

ubicadas en un lugar distinto de la autoridad competente, para un proceso, con el fin 

de permitir la toma de declaraciones en los términos del derecho aplicable de los 

Estados involucrados. 

Artículo 3° 

Relación con el derecho nacional y con el resto del derecho internacional 

1 —A los efectos de este Convenio el uso de la videoconferencia procederá cuando: 

a)no contradiga el derecho nacional de las Partes: 

c) sea aceptado por autoridad competente de la Parte requerida; y 

d) sea técnicamente realizable. 

2 - La aplicación del presente Convenio es subsidiaria respecto de otras obligaciones 

internacionales de las Partes. 

Título II - Audiencia por videoconferencia 

Artículo 4° 

Audiencia por videoconferencia 

1 - Si la autoridad competente de una Parte requiriere examinar a una persona 

en el marco de un proceso judicial, en calidad de parte, testigo o perito, o en 

diligencias preliminares de investigación, y ésta se encontrare en otro Estado, 

podrá solicitar su declaración por videoconferencia por considerar esta 

herramienta conveniente, en los términos del numeral siguiente. 

2
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Iberoamericana

2 - La solicitud de uso de la videoconferencia incluirá la identificación de la 

autoridad requirente, el número de referencia del proceso, el nombre y cargo de 

la autoridad que dirigirá la diligencia y, de ser procedente: 

a)el nombre de las partes involucradas en el proceso y sus representantes; 

b)la naturaleza, el objeto del proceso y la exposición de los hechos; 

c) la descripción de lo que se pretende conseguir con la diligencia; 

d) el nombre y dirección de las personas a oir; 

e) la referencia a un eventual derecho de objeción a declarar. según se recoge 

en el derecho de la Parte requirente: 

f) la referencia a las eventuales consecuencias de la negativa a declarar, en los 

términos del derecho de la Parte requirente; 

g) la eventual indicación de que el testimonio deberá ser hecho bajo juramento o 

promesa;

h)Cualesquier otras referencias previstas conforme el derecho de la Parte 

requirente o de la Parte requerida o que se revelen útiles para la realización 

de la videoconferencia. 

Artículo 5° 

Desarrollo de la videoconferencia 

En lo concerniente al uso de la videoconferencia, se aplican las siguientes 

normas:

a) el examen se realizará directamente por la autoridad competente de la Parte 

requirente o bajo su dirección, en los términos señalados en su derecho 

nacional;

3
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b) la diligencia se realizará con la presencia de la autoridad competente del 

Estado requerido y, si fuera necesario, de una autoridad del Estado requirente. 

acompañadas, de ser el caso, por intérprete; 

c) la autoridad requerida identificará la persona a examinar; 

d) las autoridades intervinientes, en caso necesario. podrán aplicar medidas de 

protección a la persona a examinar: 

e) a petición de la Parte requirente o de la persona a examinar. la  Parte 

requerida le proveerá. en caso necesario, de la asistencia de intérprete. 

f) La sala reservada para la realización de la diligencia por sistema de 

videoconferencia deberá garantizar la seguridad de los intervinientes, y 

preservar la publicidad de los actos cuando ésta deba ser asegurada. 

Articulo 6° 

Examen de procesados o imputados 

1- Resultarán aplicables las disposiciones anteriores al examen por 

videoconferencia de un procesado o imputado, de conformidad con el derecho 

interno de cada Parte, y se respeten todos los derechos y garantías procesales, 

en especial el derecho a contar con asistencia letrada. 

2 - Las Partes podrán declarar que no aplicarán el presente acuerdo al examen 

por videoconferencia de procesados o imputados. 

Articulo 7° 

Acta relativa al examen por videoconferencia 

1 - La autoridad que realiza el examen en la Parte requerida levantará, una vez 

terminada la videoconferencia, un acta donde conste la fecha y el lugar de la 

diligencia, la identidad y firma de la persona examinada, la Identidad. calidad y 

firma de todas las otras personas que hubieren participado, las eventuales 

4
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2 — El acta será remitida a fa autoridad competente de la Parte requirente.

Titulo III - Disposiciones finales 

Artículo 8° 

Puntos de contacto técnicos 

Para facilitar y agilizar la preparación y el desarrollo de las audiencias por 

videoconferencia previstas en el presente Convenio. cada Parte deberá indicar uno o 

más puntos de contacto, concretamente a través de la disponibilidad de contactos 

telefónicos y de correo electrónico, que detenten la capacidad técnica necesaria para 

asegurar o cooperar en la ejecución de una videoconferencia entre fas autoridades de 

las Partes. 

Articulo 9° 

Declaraciones

1 - Al proceder a la notificación referida en el articulo 11° inciso 2, cada Parte efectuará 

una declaración mediante la cual indicará: 

a) Las autoridades nacionales competentes para la aplicación del presente 

Convenio y sus contactos (dirección postal, contacto telefónico y correo 

electrónico), debiendo actualizarlos en caso de alteración, así como los 

contactos previstos en el articulo 80, si fuesen distintos; 

b)Las eventuales condiciones bajo las cuales se podrá aplicar el presente 

Convenio a las audiencias por videoconferencia de imputados, salvo que la 

Parte haya efectuado fa declaración prevista en el articulo 6, inciso 2. 

5
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c) Eventuales especificidades nacionales que puedan ser relevantes para la 

buena ejecución del presente Convenio 

Articulo 10° 

Depósito

1 - El Secretario General de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Paises 

Iberoamericanos es depositario del presente Convenio. 

2 - El depositario publicará en página accesible en internet, en los idiomas español y 

portugués. las informaciones sobre el progreso de las adopciones y adhesiones, 

declaraciones efectuadas y cualquier otra notificación relativa al presente Convenio. 

Articulo 11° 

Entrada en vigor 

1 - El presente Convenio queda sujeto a su ratificación. aceptación o aprobación por 

parte de los Estados miembros de la Conferencia de Ministros de Justicia de los 

Paises Iberoamericanos, de acuerdo con los respectivos procedimientos internos 

2 - Los Estados notificarán al Secretario General de la Conferencia de Ministros de la 

Justicia de los Paises Iberoamericanos de la conclusión de los respectivos trámites 

internos necesarios para la ratificación. aceptación o aprobación del presente 

Convenio, el cual comunicará igualmente a los Estados signatarios del presente 

Convenio en ese momento 

6
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A IISecretaría General 
Iberoamericana

3 — El presente Convenio entrará en vigor a los ciento veinte dias a partir de la fecha 

en que haya sido depositado el quinto instrumento de ratificación o adhesión. 

4 - Para cada Estado Parte que ratifique el Convenio o se adhiera al mismo después 

de haber sido depositado el quinto instrumento de ratificación o adhesión, la 

Convención entrará en vigor a los ciento veinte dias a partir de la fecha en que tal 

Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión 

Firmado en Mar del Plata, Argentina el día tres de diciembre de 2010, en dos 

ejemplares, uno en idioma español y uno en idioma portugués, siendo ambos textos 

Por la República Argentina Por la República Federativa de Brasil 

I f

Por la Repú ica de Colorn 

7
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Iberoa mericana

(12 okc
Por la República de Costa Rica Por la República de El Salvador 

Por la República de Guatemala Por el Reino de España 

Porla República Portuguesa Por la República Dominicana 

8
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Por la República de Bolivia 

Por la República de Ecuador 

Por los Estados Unidos Mexicanos 

Por la República de Perú 

Por la República de Cuba 

Por la República de Honduras 

Por la República de Nicaragua 

Por la República Oriental del Uruguay 

9
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Protocolo adicional al Convenio Iberoamericano sobre el Uso de 

Videoconferencia en la Cooperación Internacional entre Sistemas de Justicia 

relacionado con los costos, régimen lingüístico y remisión de solicitudes 

Articulo 1° 

Costos de la ejecución de la videoconferencia 

El costo del establecimiento de la conexión, los gastos relacionados con la 

realización de la videoconferencia en la Parte requerida, la remuneración de 

intérpretes eventualmente requeridos y las compensaciones pagadas a testigos 

y peritos, asi como sus gastos de desplazamiento en la Parte requerida, serán 

asumidos directamente por la Parte requirente o reembolsados por la Parte 

requirente a la Parte requerida, a menos que esta renuncie al reembolso de la 

totalidad o de parte de dichos gastos. 

Artículo 2° 

Régimen lingüístico 

1 — Las solicitudes de realización de una audiencia por videoconferencia remitidas 

por las autoridades de la Parte requirente a la Parte requerida podrán ser formulados 

en lengua española o en lengua portuguesa, independientemente de la lengua oficial 

de la Parte requerida o de la Parte requirente. 

2 — En caso de que una Parte tan solo acepte recibir solicitudes en una 

determinada lengua podrá hacer una declaración en ese sentido, la que deberá 

notificar al Secretario General de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Paises 
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Iberoamericanos al momento en que concluyan los trámites internos necesarios para 

su ratificación, aceptación o aprobación, y éste a su vez lo comunique a todos los 

Estados Parte. 

Articulo 3° 

Remisión de solicitudes 

1- La remisión de solicitud de videoconferencia podrá transmitirse por cualquier 

medio electrónico que permita dejar constancia escrita de la transmisión, en 

condiciones que posibiliten a la Parte requerida establecer su autenticidad. 

2- Cuando no sea posible constatar esta autenticidad, se podrá adelantar la 

solicitud por dichos medios y se formalizará posteriormente por solicitud de la 

autoridad requerida. 

Artículo 4° 

Entrada en vigor 

El presente Protocolo entra en vigor al mismo tiempo que el Convenio Iberoamericano 

Sobre el Uso de la Videoconferencia para aquellos Estados que hayan adoptado 

ambos instrumentos simultáneamente. Para el caso que el Protocolo se adoptara con 

posterioridad al Convenio, el primero quedara sujeto por las mismas regulaciones que 

fueran establecidas en el segundo, en lo que respecta a las reglas de depósito y otras 

formalidades.

2
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Por la Repú 

EL- A
libxxcumbre

Iberoamericana COMJIB

Secretaria General 
lberoartencana

Firmado en Mar del Plata, Argentina el día tres de diciembre de 2010, en cuatro 

ejemplares, dos en idioma español y dos en idioma portugués, siendo ambos textos 

igualmente auténticos. 

Por la República Argentina 

Por la República de Cumala 

Por la República de Panamá 

Por la República Portuguesa

Por la República F derativa de Brasil 

or la Repúbl,ica de Colombia 

Por la República de El Salvador 

Por el Reino de España 

Por la Rep om ica a 
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Por la República de Cuba 

Por la República de Honduras 

Por la República de Bolivia 

Por la República de Ecuador 

Por los Estados Unidos Mexicanos 

Por la República de Perú 

Por la República Bolivariana de 
Venezuela

Por la República de Nicaragua 

Por la República Oriental del Uruguay 

4
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3comunicaciones judiciales directas

Antecedentes

 El presente documento representa la última versión de los Lineamientos 
Emergentes relativos al desarrollo de la Red Internacional de Jueces de La Haya 
y de una serie de Principios Generales para las Comunicaciones Judiciales 
en el contexto del Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de 
la Sustracción Internacional de Menores (en adelante “Convenio de 1980 sobre 
Sustracción de Menores”) y de la Red Internacional de Jueces de La Haya, que 
comprende las salvaguardias comúnmente aceptadas para las comunicaciones 
judiciales directas en casos específicos. La redacción de dichos Principios comenzó 
luego de la Quinta reunión de la Comisión Especial sobre el funcionamiento 
del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores y la implementación práctica del Convenio 
de La Haya de 19 de octubre de 1996 relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el 
Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental 
y de Medidas de Protección de los Niños (30 de octubre - 9 de noviembre de 2006).1 
Entre la sección relativa a las comunicaciones judiciales de las conclusiones y 
recomendaciones de dicha reunión, se recomienda que en su trabajo futuro, la 
Oficina Permanente explore el valor de redactar principios para las comunicaciones 
judiciales directas que podrían servir de modelo para el desarrollo de buenas 
prácticas, con el asesoramiento de un grupo consultivo de expertos provenientes 
principalmente del poder judicial.2

1 “Conclusiones y Recomendaciones de la Quinta Reunión de la Comisión Especial sobre el funcionamiento del 

Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores y la 

implementación práctica del Convenio de La Haya de 19 de octubre de 1996 relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, 

el Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de Protección de los 

Niños (30 de octubre-9 de noviembre de 2006)”, adoptadas por la Comisión Especial (en adelante, “Conclusiones 

y Recomendaciones de la Quinta Reunión de la Comisión Especial”). Disponibles en el sitio web de la Conferencia 

en la dirección < www.hcch.net > en “Sección Sustracción de Niños” y luego “Comisiones Especiales sobre el 

funcionamiento práctico del Convenio”.

2 Conclusión y Recomendación 1.6.7 e), que sigue una sugerencia de recomendación contenida en P. Lortie, “Informe 

sobre las Comunicaciones Judiciales en el Contexto de la Protección Internacional de Menores” Doc. Prel. Nº 8 de 

octubre de 2006, para revisar el funcionamiento del Convenio de 25 de Octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de 

la Sustracción Internacional de menores, elaborado para la atención de la Quinta Reunión de la Comisión Especial 

(La Haya, 30 de octubre - 9 de noviembre de 2006) (en adelante, “Doc. Prel. Nº 8/2006 sobre Comunicaciones 

Judiciales”), párrafo 73(7) w). Disponible en el sitio web de la Conferencia de La Haya en la dirección < www.hcch.

net > en “Sección Sustracción de Niños” y luego “Comisiones Especiales sobre el funcionamiento práctico del 

Convenio” y “Documentos Preliminares”.
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4 comunicaciones judiciales directas

 Con esto en mente, la Oficina Permanente reunió a un grupo de expertos en julio 
de 2008 para debatir un proyecto preliminar.3 El proyecto fue perfeccionado a la 
luz de los comentarios efectuados por los expertos, con la finalidad de establecer 
las bases para el futuro debate y consulta para la Conferencia Conjunta Comisión 
Europea-Conferencia de La Haya sobre Comunicaciones Judiciales en asuntos de 
derecho de familia y el Desarrollo de Redes Judiciales (en adelante “la Conferencia 
conjunta CE-HCCH”), que tuvo lugar en Bruselas, Bélgica, en enero de 2009.4 La 
conferencia destacó el desarrollo continuo del proyecto de Principios Generales 
para las Comunicaciones Judiciales y sus mejoras progresivas en consulta con 
jueces de todas las regiones del mundo y de distintas tradiciones jurídicas.5 El 
borrador fue objeto de discusión en una serie de conferencias judiciales que se 
llevaron a cabo desde entonces.6

 El 28 de junio de 2010, la Oficina Permanente se reunió con un grupo de expertos 
judiciales7 para desarrollar aún más los Lineamientos Emergentes relativos al 
desarrollo de la Red Internacional de Jueces de La Haya y el Proyecto de Principios 
Generales sobre Comunicaciones Judiciales. Con la intención de facilitar el 
trabajo del grupo de expertos, la Oficina Permanente preparó una lista de temas 
de orientación relativos a estos asuntos, que fue distribuida a los expertos con 
antelación a la reunión.

3 Los siguientes expertos se reunieron en la Oficina Permanente: La Honorable Juez Victoria Bennett (Australia), 

Juez Eberhard Carl (Alemania), Ilustrísimo Magistrado Juez Sr. D. Francisco Javier Forcada Miranda (España), Juez 

Myriam de Hemptinne (Bélgica), Juez Jónas Johannsson (Islandia),la Honorable Juez Judith Kreeger (Estados Unidos 

de América), Juez Robine de Lange-Tegelaar (Países Bajos), Juez Jorge Antonio Maurique (Brasil), Juez Dionisio 

Núñez Verdín (México), Juez Annette C. Olland (Países Bajos), Magistrado Ricardo C. Pérez Manrique (Uruguay), 

Juez Lubomir Ptáček (República Checa), Kathy Ruckman (Estados Unidos de América), Andrea Schulz (Alemania), 

Juez Mônica Jacqueline Sifuentes Pacheco De Medeiros (Brasil), Juez Graciela Tagle (Argentina), François Thomas 

(Unión Europea), el Honorable Magistrado Lord Mathew Thorpe (Reino Unido, Inglaterra y Gales) y Markus 

Zalewski (Unión Europea).

4 Las Conclusiones y Recomendaciones de la Conferencia Judicial Conjunta CE-HCCH se encuentran disponibles 

en el sitio web de la Conferencia de La Haya en la dirección < www.hcch.net > bajo “Sección Sustracción de Niños”, 

luego “Comunicaciones Judiciales”. Estas Conclusiones y Recomendaciones fueron adoptadas con el consenso de 

más de 140 jueces de más de 55 jurisdicciones representativas de todos los continentes.

5 Ver, Ibíd., Conclusión y Recomendación N° 16

6 La Tercera Conferencia Judicial sobre cuestiones transfronterizas del Derecho de Familia, llevada a cabo en San 

Julián, Malta, del 24 al 26 de Marzo de 2009; the International Family Justice Judicial Conference for Common Law and 

Commonwealth Jurisdictions, (la Conferencia Judicial de Justicia Internacional de Familia para las Jurisdicciones de 

Derecho Consuetudinario y Jurisdicciones de la Mancomunidad de Naciones), llevada a cabo en Cumberland Lodge, 

Reino Unido, del 4 al 8 de agosto de 2009; la Reunión de los Jueces Latinoamericanos de la Red Internacional de 

Jueces de La Haya, llevada a cabo en Montevideo, Uruguay, el 4 de diciembre de 2009; y la Conferencia Internacional 

Judicial sobre la Reubicación de Familias en Países Fronterizos, llevada a cabo en Washington, D.C., Estados Unidos 

de América, del 23 al 25 de marzo de 2010 y la Reunión Interamericana de la Red de Jueces de La Haya y Autoridades 

Centrales sobre Sustracción Internacional de Menores, llevada a cabo en México del 23 al 25 de Febrero de 2011.

7 Los siguientes expertos se reunieron en la Oficina Permanente: el Honorable Juez Peter Boshier (Nueva Zelanda), 

el Honorable Juez Jacques Chamberland (Canadá, Derecho Civil), Juez Martina Erb-Klunemann (Alemania), 

Ilustrísimo Magistrado Juez Sr. D. Francisco Javier Forcada Miranda (España), Juez Myriam de Hemptinne (Bélgica), 

Juez Jacques M.J. Keltjens (Países Bajos), la Honorable Juez Judith Kreeger (Estados Unidos de América), Juez 

Dionisio Núñez Verdín (México), Magistrado Ricardo C. Pérez Manrique (Uruguay), Juez Lubomir Ptáček (República 

Checa), Juez Mônica Jacqueline Sifuentes Pacheco De Medeiros (Brasil) y el Magistrado Lord Mathew Thorpe (Reino 

Unido, Inglaterra y Gales). Jenny Clift (Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 

(CNUDMI) se unió al grupo como el oficial responsable de la Secretaría de UNICITRAL para las comunicaciones 

judiciales en asuntos de insolvencia.
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 Una versión anterior de este documento, redactada por la Oficina Permanente 
a la luz del proceso consultivo realizado, fue presentada formalmente a los 
Estados contratantes del Convenio de 1980 sobre Sustracción de Menores y del 
Convenio de 19 de octubre de 1996 Relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el 
Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental 
y de Medidas de Protección de los Niños (en adelante “Convenio de La Haya de 1996 
sobre Protección de Niños”) en marzo de 2011 para que realizaran comentarios y 
sugerencias con anterioridad a la reunión de la Comisión Especial para revisar el 
funcionamiento de ambos Convenios, que se llevó a cabo del 1 al 10 de junio de 
2011. La Comisión Especial dio su apoyo general a los Lineamientos Emergentes 
y a los Principios Generales para las Comunicaciones Judiciales contenidos en el 
Documento Preliminar N° 3 A. La versión actual del Documento Preliminar N° 3 
A, cuyo contenido es reproducido en este documento, ha sido revisada teniendo en 
cuenta las discusiones llevadas a cabo en la Comisión Especial. 

 Este documento y los Principios Generales para las Comunicaciones Judiciales 
constituyen trabajo en curso, dado que pueden ser mejorados en el futuro. Los 
comentarios y sugerencias de los Estados, organizaciones interesadas o jueces, 
especialmente miembros de la Red Internacional de Jueces de La Haya, son 
siempre bienvenidos. 
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Introducción

 La creación de la Red Internacional de Jueces de La Haya especialistas en 
cuestiones de familia fue propuesta por primera vez en 1998 en el seminario 
para jueces de De Ruwenberg sobre la protección internacional de niños.8 Se 
recomendó que las autoridades pertinentes (por ejemplo, presidentes de tribunales 
u otros funcionarios, según sea apropiado dentro de las diferentes culturas legales) 
de las diferentes jurisdicciones designen uno o más miembros de la judicatura 
para que actúen como canales de comunicación y enlace con sus Autoridades 
Centrales nacionales, con otros jueces dentro de sus propias jurisdicciones y con 
jueces de otros Estados contratantes, con relación por lo menos inicialmente, a 
cuestiones relativas al Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. Se consideró que el 
desarrollo de esta Red facilitaría las comunicaciones y la cooperación entre jueces 
a nivel internacional y ayudaría a asegurar la operación efectiva del Convenio de 
La Haya de 1980. Más de 15 años después, se reconoce que, más allá del Convenio 
de La Haya de 1980, existe una amplia gama de instrumentos internacionales, 
tanto regionales como multilaterales en relación a los cuales las comunicaciones 
judiciales directas pueden tener un rol valioso.9

 Desde su creación, una serie de conferencias judiciales ha apoyado el desarrollo de 
la Red Internacional de Jueces de La Haya. Tanto la Cuarta10 como la Quinta11 y la 
Sexta12 reuniones de la Comisión Especial sobre el funcionamiento del Convenio 
de La Haya sobre Sustracción debatieron dichos desarrollos y sus Conclusiones 
y Recomendaciones demuestran su apoyo a la Red Internacional de La Haya 
y a la continuidad del trabajo para su desarrollo futuro. En enero de 2009, la 
Conferencia conjunta CE-HCCH hizo hincapié en la importancia de 

8 La información sobre el Seminario Judicial de De Ruwenberg se encuentra disponible en el sitio web de la 

Conferencia de La Haya en < www.hcch.net > bajo “Sección Sustracción de Niños” luego “Seminarios Judiciales sobre 

Protección Internacional de Niños” y “Otros Seminarios Judiciales”.

9 Ver Conclusión y Recomendación N° 17, supra, nota 4. Ver, por ejemplo, el Convenio de La Haya de 1996 sobre 

Protección de Niños e instrumentos de naturaleza regional dentro de la Unión Europea y la Organización de los 

Estados Americanos.

10 “Conclusiones y Recomendaciones de la Cuarta Reunión de la Comisión Especial sobre el funcionamiento del 

Convenio de La Haya del 25 de octubre de 1980 sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores (22–28 de 

marzo de 2001)”, redactadas por la Oficina Permanente (en adelante, “Conclusiones y Recomendaciones de la Cuarta 

Reunión de la Comisión Especial”), véase Conclusiones y Recomendaciones, párrafos N° 5.5 a 5.7. Disponible en el 

sitio web de la Conferencia de La Haya en la dirección < www.hcch.net > en “Sección Sustracción de Niños” y luego 

“Comisiones Especiales sobre el funcionamiento práctico del Convenio”. y “Documentos preliminares”.

11 Conclusiones y Recomendaciones de la Quinta Reunión de la Comisión Especial, supra, nota al pie 1, véase Parte VI. 

12 Conclusiones y Recomendaciones de la Parte I y la Parte II de la Sexta reunión de la Comisión especial para revisar 

el funcionamiento práctico del Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 

Internacional de Menores y el Convenio de 19 de octubre de 1996 Relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, 

el Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de 

Protección de los Niños, que tuvieron lugar en La Haya del 1 al 10 de junio de 2011 y del 25 al 31 de enero de 2012, 

respectivamente.
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 las comunicaciones judiciales directas en casos de protección internacional de 
niños, así como en el desarrollo de redes judiciales internacionales, regionales 
y nacionales para apoyar esas comunicaciones.13 Con relación a este último 
punto, la Conferencia conjunta invitó a las distintas redes a funcionar de 
manera complementaria y coordinada en aras de lograr sinergias, y en la 
medida de lo posible a cumplir con las mismas salvaguardias en relación con las 
comunicaciones judiciales directas.14 Actualmente, la Red Internacional de la Haya 
cuenta con más de 80 jueces de más de 55 Estados15 de todos los continentes.

 El papel de cada miembro de la Red Internacional de Jueces de La Haya consiste 
en actuar de enlace entre sus colegas a nivel interno y a nivel internacional con 
otros miembros de la Red. Los miembros de la Red desempeñan dos funciones 
de comunicación principales. La primera función de comunicación posee carácter 
general (I.e., no relativa a un caso específico) y consiste en compartir información 
general de la Red Internacional de La Haya o de la Oficina Permanente con sus 
colegas de jurisdicción y a la inversa, compartir información proveniente de sus 
colegas de jurisdicción con la Red Internacional de La Haya o con la Oficina 
Permanente. Asimismo, podrá comprender la participación en seminarios 
judiciales internacionales. La segunda función de comunicación consiste en 
comunicaciones judiciales directas relativas a casos específicos, siendo el objetivo 
de estas comunicaciones paliar la falta de información que el juez competente 
pudiera tener acerca de la situación y las implicancias legales en el Estado de 
residencia habitual del niño. A modo de ejemplo, los miembros de la Red pueden 
arbitrar los medios necesarios a efectos de la restitución rápida y segura del niño, 
entre los que se incluye la adopción de medidas urgentes y/o provisionales de 
protección y la provisión de información acerca de cuestiones de custodia o visita, 
o de posibles medidas destinadas a abordar acusaciones de violencia doméstica 
o abuso. Estas comunicaciones a menudo implican un considerable ahorro de 
tiempo y un mejor uso de los recursos disponibles, todo ello en el interés superior 
del niño.

 Los Principios para las Comunicaciones Judiciales proveerán transparencia, certeza 
y previsibilidad a las comunicaciones, tanto para los dos jueces involucrados 
como para las partes y sus representantes. Estos Principios han sido concebidos 
para asegurar que las comunicaciones judiciales directas sean realizadas de un 
modo que respete los requerimientos jurídicos de las respectivas jurisdicciones y 
el principio fundamental de la independencia judicial al llevar a cabo funciones 
vinculadas con la Red. Los principios han sido redactados de un modo flexible, 
para contemplar los variados requisitos procedimentales encontrados en los 
distintos sistemas y tradiciones jurídicas.

13 Ver Conclusión y Recomendación N° 1, supra, nota 4.

14 Ver, ibid., Conclusión y Recomendación N° 6.

15 Una lista de los miembros de la Red Internacional de Jueces de La Haya se encuentra disponible en el sitio web 

de la Conferencia de La Haya en la dirección < www.hcch.net > bajo “Sección Sustracción de Niños” luego “La Red 

Internacional de Jueces de La Haya”.
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 Cuando en algún Estado exista preocupación sobre la base legal apropiada para las 
comunicaciones judiciales directas, ya sea según la ley o el procedimiento interno, 
o según los instrumentos internacionales pertinentes, deberían seguirse los pasos 
que sean necesarios en el Estado para asegurar la existencia de esa base legal.16

 Se deberán realizar esfuerzos dentro de los Estados para promover el uso 
adecuado de las comunicaciones judiciales directas en el ámbito de la protección 
internacional de niños, para difundir la existencia y las funciones de los Jueces 
de la Red17 y para garantizar, cuando sea oportuno, que el apoyo y los recursos 
necesarios para que puedan trabajar con eficacia están disponibles.

 

16 Ver Conclusión y Recomendación N° 15, supra, nota 4.

17 Ver, ibid., Conclusión y Recomendación N° 11.
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Lineamientos emergentes para 
el desarrollo de la Red Internacional 
de Jueces de La Haya

 Con el correr de los años, ha surgido un número de reglas relativas al nombramiento 
y designación de miembros de la Red Internacional de Jueces de La Haya, así como 
información acerca de los miembros de la Red y su propagación. La conferencia conjunta 
CE-HCCH reconoció que se deben poner a disposición recursos adecuados, incluyendo 
los administrativos y jurídicos, para apoyar el trabajo de los Jueces de la Red.18 Además, los 
Estados que poseen un gran volumen de casos de protección internacional de niños deben 
considerar el establecimiento de una oficina que apoye el trabajo del Juez o Jueces de la Red.19 
Finalmente, la Conferencia conjunta CE-HCCH recomendó fomentar el desarrollo de redes 
nacionales en apoyo a las redes internacionales y regionales.20

1 Designación y nombramiento de los miembros de la Red Internacional 
 de Jueces de La Haya

1.1 Se alienta a los Estados que no hayan designado Jueces para la Red a que procedan a hacerlo.21

1.2 Los Jueces designados para la Red con responsabilidad en materia de protección internacional 
de niños deben ser Jueces en ejercicio22 con la debida autoridad y experiencia actual en ese 
campo.23 Las autoridades competentes responsables de estas designaciones varían según 
el Estado. Como ejemplo de dichas autoridades competentes, cabe mencionar los consejos 
judiciales, tribunales supremos, presidentes de tribunales supremos, asambleas de jueces o, 
en algunas ocasiones el Ministerio de Justicia u otros departamentos correspondientes del 
gobierno.24 

1.3 El proceso de designación de Jueces para la Red debe respetar la independencia del poder 
judicial.25

1.4 También se alienta la designación de Jueces para la Red en Estados que no son Parte de los 
Convenios de La Haya relativos a los niños.26 

18 Ver, ibid., Conclusión y Recomendación N° 13.

19 Ver, ibid., Conclusión y Recomendación N° 14.

20 Ver, ibid., Conclusión y Recomendación N° 10.

21 Ver, ibid., Conclusión y Recomendación N° 2.

22 Estos son los jueces que actualmente están llevando a cabo funciones judiciales.

23 Ver Conclusión y Recomendación N° 3, supra nota 4.

24 Doc. Prel. Nº 8/2006 sobre Comunicaciones Judiciales, supra, nota 2, párrafos 19-21.

25 Ver Conclusión y Recomendación N° 5, supra, note 4.

26 Doc. Prel. Nº 8/2006 sobre Comunicaciones Judiciales, supra, nota 2, párrafo 73(3) k).
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1.5 Se invita a los Estados que han designado a un juez especializado en derecho de protección de 
la infancia para otras redes a hacer lo mismo en el contexto de la Red Internacional de Jueces 
de La Haya, y viceversa.27 

1.6 En la medida de lo posible, las designaciones deberían efectuarse por períodos tan largos como 
fuera posible a fin de dotar de estabilidad a la Red, reconociendo al mismo tiempo la necesidad 
de incorporar nuevos miembros regularmente. Es práctica establecida que los jueces que ya 
no están en ejercicio renuncien a la Red para ser reemplazados por colegas en ejercicio con 
autoridad y experiencia actual en ese campo.

1.7 Las designaciones deberían efectuarse mediante carta firmada o la transmisión de cualquier 
documento oficial por la autoridad competente a cargo de cada designación.

1.8 En el supuesto de que se designaran dos o más miembros para un Estado, es práctica 
establecida identificar en la designación las unidades territoriales o sistemas jurídicos a cargo 
de cada juez y, asimismo, consignar qué juez es el contacto principal de aquellos miembros y 
cuál es el contacto alternativo.

2 Información relativa a los miembros de la Red

2.1 La información detallada de cada uno de los miembros de la Red será enviada a la Oficina 
Permanente a efectos de su incorporación a una lista de miembros disponible tanto en idioma 
inglés como francés. 

2.2 La información que debe proporcionarse a efectos de su incorporación a la lista de miembros 
de la Red deberá incluir el nombre del juez y, en caso de ser posible, a fin de ayudar a la Oficina 
Permanente de la Conferencia de La Haya con su traducción, el cargo del juez y el nombre del 
tribunal en el que se desempeña tanto en idioma francés como inglés, conjuntamente con el 
cargo y el nombre en el/los idioma/s original/es. Asimismo, deben proporcionarse los datos de 
contacto oficiales del juez, entre los que se incluyen la dirección postal y de correo electrónico, 
los números de teléfono y de fax, además del método de comunicación preferido por el 
juez. Por último, los miembros deberán consignar en la lista los idiomas en los que pueden 
comunicarse de forma oral y escrita.

2.3 La Oficina Permanente conservará dicha información, que deberá actualizarse cuando sea 
necesario.

2.4 Una copia de la lista de jueces, incluyendo sus datos de contacto, estará disponible para su 
distribución entre los miembros de la Red exclusivamente. Sin embargo, los nombres y 
cargos de los miembros se encuentran a disposición del público a través del sitio Web de la 
Conferencia de La Haya y El Boletín de los Jueces sobre la Protección Internacional del Niño.

2.5 Una vez que se ha designado un Juez para la Red Internacional de Jueces de La Haya, deben 
tomarse las medidas adecuadas para informar su designación a otros jueces y Autoridades 
Centrales que se ocupen de asuntos de protección internacional de niños.

2.6 Se recomienda a las Autoridades Centrales que en las solicitudes que se realicen en el ámbito 
del Convenio de La Haya de 1980 sobre Sustracción de Menores aparezca el nombre del Juez 
de la Red de La Haya del Estado solicitante. 

27 Ibid., párrafo 73(4) l).



PROTOCOLO IBEROAMERICANO SOBRE COOPERACIÓN  
JUDICIAL INTERNACIONAL

82

11comunicaciones judiciales directas

Principios para las comunicaciones 
judiciales generales

 Las responsabilidades del Juez de la Red de la Haya incluyen la recopilación de información 
y noticias relevantes a efectos de la implementación de los Convenios de La Haya y otras 
cuestiones relativas a la protección internacional de niños, tanto en el ámbito nacional como 
internacional. Por lo tanto el o la Juez se asegurará de que la información se difunda tanto 
a nivel interno, entre otros jueces dentro de su Estado, como a nivel internacional entre los 
miembros de la Red.

3 Ámbito interno – dentro del sistema judicial interno

3.1 El Juez de la Red de La Haya debe facilitar a sus colegas de jurisdicción la legislación y los 
Convenios en materia de protección de niños en general e informarlos acerca de su aplicación 
en la práctica. Asimismo, podrá organizar y participar de seminarios de capacitación interna 
para jueces y profesionales jurídicos, así como escribir artículos para su publicación.

3.2 El Juez de la Red de La Haya deberá velar por que otros jueces de su jurisdicción que 
entiendan en casos de protección internacional de niños reciban un ejemplar del El Boletín de 
los Jueces sobre la Protección Internacional del Niño, publicado por la Oficina Permanente de la 
Conferencia de La Haya, y cualquier otra información, por ejemplo, aquella incluida en la Base 
de Datos sobre Sustracción de Niños (International Child Abduction Database (INCADAT) de la 
Conferencia de La Haya,28 que pueda contribuir al desarrollo del conocimiento de cada juez. 

4 Ámbito interno – relación con Autoridades Centrales

 Otra de las funciones del Juez de la Red consiste en promover relaciones de trabajo eficientes 
entre todos los sujetos involucrados en cuestiones relativas a la protección internacional 
de niños, para garantizar la aplicación más efectiva de las normas y los procedimientos 
pertinentes.

4.1 Se reconoce que la relación entre los jueces y las Autoridades Centrales puede presentarse de 
formas diferentes.29 

4.2 Las Autoridades Centrales pueden tener un rol importante apoyando a las redes judiciales y 
facilitando las comunicaciones judiciales directas.30

4.3 Las relaciones de trabajo exitosas dependen del desarrollo de confianza mutua entre los jueces 
y las Autoridades Centrales.

28 Disponible en < www.incadat.com >.

29 Conclusiones y Recomendaciones de la Quinta Reunión de la Comisión Especial, supra, nota 1, Conclusión y 

Recomendación N° 1.6.4; Doc. Prel. Nº 8/2006 sobre Comunicaciones Judiciales, supra, nota 2, párrafos 27-29 y 

párrafo 73(2) b).

30 Ver Conclusión y recomendación N° 12, supra, nota 4.
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4.4 Las reuniones en las que participan jueces y Autoridades Centrales a nivel nacional, bilateral, 
regional o multilateral, constituyen un elemento importante para fortalecer esta confianza y 
pueden ayudar a intercambiar informaciones, ideas y buenas prácticas.31

4.5 El Juez de la Red de La Haya promoverá, en términos generales, la colaboración dentro de su 
jurisdicción en el ámbito de la protección internacional de niños. 

5 Ámbito internacional – con jueces extranjeros y la Oficina Permanente

5.1 El Juez de la Red de La Haya alentará a los miembros del poder judicial de su jurisdicción a 
entablar comunicaciones judiciales directas cuando ello sea apropiado. 

5.2 El Juez de la Red de La Haya podrá proporcionar o facilitar la provisión de respuestas a 
preguntas precisas de jueces extranjeros sobre cuestiones relativas a la legislación y los 
Convenios sobre protección internacional de niños, y también sobre el funcionamiento de 
aquellos dentro de su jurisdicción.32

5.3 El Juez de la Red de La Haya es responsable de garantizar que los fallos importantes relativos a 
las comunicaciones judiciales directas, entre otras cosas, sean enviados a los editores de la Base 
de Datos sobre Sustracción Internacional de Niños (INCADAT).

5.4 El Juez de la Red de La Haya podrá ser invitado a colaborar en el Boletín de los Jueces sobre la 
Protección Internacional del Niño de la Oficina Permanente.

5.5 El Juez de la Red de La Haya podrá también ser alentado a participar en la medida de lo posible 
en conferencias judiciales internacionales en materia de protección de niños.

31 Doc. Prel. Nº 8/2006 sobre Comunicaciones Judiciales, supra, nota, párrafo 73(2) g).

32 Es importante mencionar que en virtud del Art. 7 e) del Convenio de La Haya de 1980 sobre Sustracción de Menores, 

las Autoridades Centrales deberán tomar: “ya sea directamente o a través de un de un intermediario, todas las 

medidas apropiadas para” […] “facilitar información general sobre la legislación de su país relativa a la aplicación del 

Convenio”.
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Principios para las comunicaciones judiciales 
directas en casos específicos, que comprenden 
las salvaguardias comúnmente aceptadas

 Las comunicaciones judiciales directas hacen referencia a las comunicaciones relativas a un 
caso específico que tienen lugar entre jueces en actividad. La práctica actual demuestra que 
estas comunicaciones se producen, en su mayoría, en casos de sustracción de niños bajo el 
ámbito de aplicación del Convenio de La Haya de 1980 sobre Sustracción de Menores. Estos 
casos demuestran que las comunicaciones pueden ser de gran utilidad para la resolución de 
algunas cuestiones de orden práctico, por ejemplo, en torno a la restitución, y que pueden 
redundar en decisiones o acuerdos inmediatos entre los padres ante el tribunal del Estado 
requerido.

 La función de los Jueces de la Red de La Haya consiste en recibir, y en caso necesario, encauzar 
las comunicaciones judiciales entrantes, e iniciar o facilitar similares comunicaciones 
judiciales salientes. El Juez de la Red de La Haya podrá ser el mismo juez implicado en 
la comunicación, o quien facilite la comunicación entre los jueces que conozcan del caso 
específico. Estas comunicaciones difieren de las cartas rogatorias relativas a cuestiones 
probatorias. La obtención de prueba deberá seguir los canales prescriptos por la ley. Cuando un 
juez no se encuentre en posición de brindar asistencia, podrá sugerir al otro juez que contacte 
a la autoridad correspondiente.

 Los asuntos sujetos a comunicaciones judiciales directas pueden ser, por ejemplo, los 
siguientes:

 a prever una audiencia en la jurisdicción extranjera:
  i para dictar órdenes provisorias, e.g. alimentos, medidas de protección;
  ii para garantizar la posibilidad de realizar una audiencia sumaria;

 b establecer si hay medidas de protección disponibles para el niño o para el otro progenitor en 
el Estado al cual el niño deba ser restituido; y en caso afirmativo, asegurar que las medidas 
de protección disponibles sean puestas en práctica en ese Estado antes de que se ordene 
una restitución

 c establecer si el tribunal extranjero puede aceptar y hacer ejecutar compromisos ofrecidos  
 por las partes en la jurisdicción de origen;

 d establecer si el tribunal extranjero puede emitir una decisión espejo (I.e. la misma decisión  
 en ambas jurisdicciones);

 e confirmar si el tribunal extranjero ha dictado una decisión;
 f verificar si el tribunal extranjero ha constatado la existencia de violencia doméstica;
 g verificar si sería pertinente la realización de una transferencia de competencia.
 



PROTOCOLO IBEROAMERICANO SOBRE COOPERACIÓN  
JUDICIAL INTERNACIONAL

85

14 comunicaciones judiciales directas

6 Salvaguardias en relación con las comunicaciones

principio general

6.1 Todo juez que intervenga en una comunicación judicial directa debe respetar las leyes de su 
jurisdicción.33

6.2 Al momento de establecer la comunicación, cada juez que conoce del caso deberá mantener la 
independencia para arribar a su propia decisión en el asunto en cuestión. 

6.3 Las comunicaciones no deben comprometer la independencia del juez que conoce del caso 
para llegar a su propia decisión en el asunto en cuestión.

salvaguardias procesales comúnmente aceptadas

6.4 En los Estados contratantes en los cuales se practican comunicaciones judiciales directas, las 
siguientes son salvaguardias procesales comúnmente aceptadas:34

	 •	 excepto	en	circunstancias	especiales,	las	partes	deben	ser	notificadas	de	la	naturaleza	de	la		
 comunicación propuesta;

	 •	 debe	llevarse	un	registro	de	las	comunicaciones	y	ponerse	a	disposición	de	las	partes;35

	 •	 todas	las	conclusiones	a	que	se	arribe	deben	plasmarse	por	escrito;
	 •	 las	partes	o	sus	representantes	deben	tener	la	oportunidad	de	estar	presentes	en		 	

 determinados casos, por ejemplo a través de conferencias telefónicas.

6.5 Nada en estas salvaguardias comúnmente aceptadas impide al juez que entienda en el caso 
seguir sus reglas de derecho interno o prácticas que le den mayor libertad.

7 Inicio de las comunicaciones

necesidad

7.1 Al considerar si el uso de las comunicaciones judiciales directas es apropiado, el juez deberá 
considerar la velocidad, eficiencia y la relación costo-rendimiento.

33 Doc. Prel. Nº 8/2006 sobre Comunicaciones Judiciales, supra, nota 2, párrafo 73(5) m). Por ejemplo, la obtención de 

pruebas debe seguir los cauces previstos por la ley. 

34 El texto del Principio 6.4, sigue la opinión de los expertos consultados, apuntando a una reforma de la 

Recomendación corregida Nº 5.6 de la Cuarta Reunión de la Comisión Especial, que originalmente indicaba:

 “En los Estados contratantes en los que se practica la comunicación judicial directa, se aceptan de forma general las 

siguientes salvaguardias: 

	 	 	 •	 las	comunicaciones	deben	limitarse	a	cuestiones	logísticas	y	al	intercambio	de	información;	

	 	 	 •	 las	partes	deben	recibir	una	notificación	con	antelación	sobre	la	naturaleza	de	la	comunicación	propuesta;	

	 	 	 •	 debe	llevarse	un	registro	de	las	comunicaciones;	

	 	 	 •	 debe	obtenerse	una	confirmación	por	escrito	de	todo	acuerdo;	

	 	 	 •	 la	presencia	de	las	partes	o	de	sus	representantes	en	determinados	casos,	por	ejemplo	a	través	de	conferencia		 	

 telefónica.”

35 Cabe señalar que los registros pueden ser llevados de diferentes maneras, por ejemplo, a través de una transcripción; 

un intercambio de correspondencia, una anotación en el expediente.
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momento – con anterioridad o con posterioridad a la adopción 
de la decisión

7.2 El juez deberá considerar las ventajas de las comunicaciones judiciales directas y en qué 
momento del procedimiento deberían llevarse a cabo.

7.3 Deberá ser el juez que inicia la comunicación quien decida sobre el momento de la misma.36 

contacto con el juez en la otra jurisdicción

7.4 Normalmente, la comunicación inicial debería producirse entre dos Jueces de la Red de La 
Haya, para establecer la identidad de los jueces requeridos en la otra jurisdicción.37

7.5 La comunicación inicial para contactar a un juez de otra jurisdicción debería hacerse por 
escrito (ver debajo el principio N° 8) e identificar en particular: 

 a el nombre y los datos de contacto del juez que inicia la comunicación;
 b la naturaleza del caso (con la debida consideración de las cuestiones de confidencialidad);
 c el asunto por el cual se solicita la comunicación;
 d si las partes han prestado su consentimiento para que la comunicación tenga lugar ante el  

 juez que inicia la misma;
 e cuándo puede llevarse a cabo la comunicación (con la debida consideración de las   

 diferencias horarias);
 f alguna pregunta específica de interés para el juez de origen;
 g cualquier otro asunto pertinente.

7.6 El momento y el lugar para el establecimiento de las comunicaciones entre los tribunales 
deben resultar satisfactorios para ambas partes. El personal diferente al juez de cada tribunal 
podrá comunicarse de forma amplia, a fin de establecer los medios necesarios para la 
comunicación sin necesidad de la participación de representación letrada, salvo que así lo 
ordenara alguno de los tribunales.38 

8 La modalidad de la comunicación y dificultades de idioma

8.1 Los jueces deben usar las opciones tecnológicas más apropiadas para facilitar una 
comunicación lo más eficiente y rápida posible.39 

8.2 El método e idioma de la comunicación inicial deben respetar, en la medida de lo posible, 
las preferencias indicadas por el receptor en la lista de miembros de la Red de La Haya, si las 
hubiera. Además, las comunicaciones deben ser llevadas a cabo utilizando el método e idioma 
de comunicación iniciales, a menos que los jueces intervinientes hubieran acordado otra cosa. 

36 Doc. Prel. Nº 8/2006 sobre Comunicaciones Judiciales, supra, nota 2, párrafo 73(5) n).

37 Ibíd. bajo (5) o).

38 Ver, American Law Institute [Instituto de Derecho Estadounidense], “Guidelines Applicable to Court-to-

Court Communications in Cross-Border Cases”, incorporado como Anexo K en el Doc. Prel. Nº 8/2006 sobre 

Comunicaciones Judiciales, supra, nota 2, Anexo K, Lineamiento 7 d).

39 2001/470/EC: Decisión de 28 de mayo de 2001 estableciendo una Red Judicial Europea en materia civil y comercial, 

Art. 8, OJ L 174, 27/06/2001, Pág. 25-31.
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8.3 En el caso en que dos jueces no hablen un idioma común y sean necesarios servicios de 
traducción o interpretación, estos servicios podrían ser proporcionados o bien por los tribunales 
o bien por las Autoridades Centrales del país en el cual se haya originado la comunicación. 

8.4 Se alienta a todos los Jueces de la Red de La Haya a mejorar su conocimiento de idiomas 
extranjeros.

comunicaciones escritas 

8.5 La utilización del canal escrito es valiosa, en particular en la instancia inicial del contacto, 
ya que deja constancia de la comunicación para su archivo y ayuda a aligerar las cuestiones 
idiomáticas y las diferencias horarias.

8.6 En caso de que la comunicación escrita sea proporcionada mediante una traducción, se 
considera una buena práctica acompañar también el mensaje en su idioma original.

8.7 Las comunicaciones deben incluir siempre el nombre, título y detalles de contacto del emisor. 

8.8 Las comunicaciones escritas deberán estar redactadas en términos sencillos, teniendo en 
cuenta las capacidades idiomáticas del receptor. 

8.9 En la medida de lo posible, deben adoptarse las medidas apropiadas para garantizar la 
confidencialidad de la información personal de las partes. 

8.10 La transmisión de las comunicaciones escritas deberá producirse a través del medio de 
comunicación más rápido y eficiente posible, y en los casos donde sea necesaria la transmisión 
de datos confidenciales, se deberían utilizar medios de comunicación segura. 

8.11 Debe enviarse lo más pronto posible un acuse de recibo con una indicación sobre el momento 
en que se proporcionará la respuesta.

8.12 Todas las comunicaciones han de estar mecanografiadas.

8.13 Por lo general, las comunicaciones deben realizarse por escrito, excepto cuando los jueces 
involucrados sean de jurisdicciones cuyos procedimientos tramiten en el mismo idioma

comunicaciones orales

8.14 Se alientan las comunicaciones orales cuando los jueces involucrados provengan de 
jurisdicciones que comparten el mismo idioma.

8.15 En el supuesto de que los jueces no hablaran el mismo idioma, uno de ellos o ambos, 
conforme a un acuerdo entre los dos, debería/n contar con los servicios de un intérprete 
competente y neutral que pueda interpretar de forma directa e inversa.

8.16 En la medida de lo posible, toda información personal relativa a las partes debe mantenerse en 
el anonimato al ser incluida en una comunicación oral. 
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8.17  Las comunicaciones orales pueden tener lugar por teléfono o por videoconferencia y 
cuando fuera necesario abordar información confidencial, deberían emplearse medios de 
comunicación segura.

9 Mantener informada a la Autoridad Central de las comunicaciones judiciales

9.1  Cuando fuera apropiado, el juez involucrado en una comunicación judicial podrá considerar 
informar a su Autoridad Central que dicha comunicación se llevará a cabo. 

 Para información adicional y ejemplos de comunicación judicial directa, véase el “Informe 
sobre las Comunicaciones Judiciales en el Contexto de la Protección Internacional de 
Menores”.40

40 Doc. Prel. Nº 8/2006 sobre Comunicaciones Judiciales, supra, nota 2, párrafos 35-42, y Doc. Prel. Nº 8/2006, 

Anexos, Pág. 23-26.
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Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado

Oficina Permanente

Scheveningseweg 6,

2517 KT La Haya,

Países Bajos

Teléfono: +31 70 363 3303

Fax: +31 70 360 4867

Correo electrónico: secretariat@hcch.net

Sitio web: www.hcch.net
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ANEXO N0 5.C

DIRECTRICES APLICABLES A LAS COMUNICACIONES

ENTRE TRIBUNALES EN PROCESOS

INTERNACIONALES

16,2000
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ANEXO Nº 6

OFICINAS JUDICIALES1 3

OBJETIVOS GENERALES DE LA OFICINA JUDICIAL:

I) Facilitar la gestión de la cooperación judicial dentro del Poder 
Judicial

a. Gestión de los exhortos provenientes del extranjero que deben 
ser tramitados por el Poder Judicial

b. Prestar asistencia a los funcionarios judiciales nacionales que 
necesiten asesoramiento para canalizar pedidos de asistencia ju-
dicial que deban tramitarse en el extranjero

c. Apoyar el trabajo de los Jueces de la Red de La Haya y puntos de 
contacto de Iberred

d. Facilitar el acceso al derecho extranjero

II) Participar en el desarrollo de la cooperación judicial internacional

a. Análisis de convenios internacionales en la materia que la Ofici-
na considere que pueden ser apropiados para facilitar la coopera-
ción judicial en su país

b. Evaluación del funcionamiento de los convenios vigentes en la 
materia

c. Promoción de iniciativas que favorezcan la mayor eficacia en 
el funcionamiento de la cooperación judicial internacional a nivel 
interno e internacional

1	 Antecedentes: Declaración de Santiago. Principios comunes en materia de Cooperación 
Judicial. Aprobada por la I Cumbre Judicial CELAC-UE. 10 y 11 de enero de 2013. Se toma-
ron en cuenta, entre otros, los modelos de oficinas Judiciales del Reino Unido y de los 
Países Bajos, como también las respuestas recibidas del cuestionario que se había distri-
buido entre los países integrantes de la Cumbre, las propuestas de Chile y de Paraguay, y 
aportes de Guatemala, Uruguay y El Salvador

3
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Líneas de acción de la Oficina Judicial:

1. Asesorar a jueces y juezas, magistrados y magistradas nacionales 
en todos los asuntos relacionados con la cooperación técnica ex-
terna y/o todo proceso de cooperación jurídica internacional.

2. Facilitar la gestión de los pedidos de cooperación judicial, tanto 
activa como pasiva, en materia civil y penal.

3. Rcepcionar, informar y promover el trámite de consultas origi-
nadas en países miembros de redes dedicadas a la cooperación 
judicial, así como de otros organismos de reconocida trayectoria 
destinados al intercambio internacional de información jurídica.

4. Interactuar con los demás Poderes del Estado en la elaboración 
de los proyectos que deban presentarse a las instancias corres-
pondientes para obtener la cooperación internacional requerida

5. Apoyar y servir de enlace con las redes de cooperación inter-
nacional, con otras entidades o instituciones públicas y privadas, 
sean nacionales o internacionales, con competencias en esta ma-
teria y en especial con las Autoridades Centrales designadas por 
los tratados pertinentes.

6. Fortalecer la presencia del Poder Judicial, así como sus inte-
grantes en organismos y eventos internacionales de carácter judi-
cial, especialmente el seguimiento de los compromisos asumidos.

7. Promover la formación y la capacitación de los magistrados y 
magistradas, jueces y juezas y funcionarios y funcionarias del Po-
der Judicial en la gestión de exhortos y cartas rogatorias, así como 
el conocimiento y utilización de las redes de cooperación judicial 
internacional.

8. Promover la celebración de acuerdos o convenios de coopera-
ción con otras instituciones
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9. Socializar y poner a disposición de los demás Poderes Judiciales, 
los desarrollos propios y los casos de gestión exitosa en materia de 
cooperación judicial

10. Participar en el análisis del soporte tecnológico y de los reque-
rimientos de información, necesario para que la Oficina pueda in-
teractuar adecuadamente con otras dependencias internas y ex-
ternas, en coordinación con las áreas especializadas.

11. Llevar los registros y estadísticas en materia de cooperación ju-
rídica internacional y ponerlos a disposición a través de los medios 
que considere pertinentes.

12. Las demás funciones inherentes a la naturaleza de la depen-
dencia y las que le sean asignadas por las disposiciones legales y 
estructurales vigentes sobre la materia.

Áreas de la Oficina de Cooperación Internacional:

Área de Gestión de la Cooperación Internacional

- Documentación: recepción de documentos, digitalización y es-
tadísticas

- Facilitar el trámite, en cuanto sean de su competencia, las solici-
tudes tanto activas como pasivas, de extradiciones; cumplimiento 
de resoluciones de tribunales extranjeros; exhortos internaciona-
les, y otros asuntos de asistencia judicial internacional que se le 
encarguen.

- Seguimiento de los pedidos de cooperación activos y pasivos y 
proponer mejoras a partir de dicho seguimiento.

- Llevar un registro y estadísticas de la gestión que en esta área se 
desarrolle.

- Utilización de medios electrónicos y/o videoconferencia.
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- Se recomienda la asignación de recursos para la traducción e in-
terpretación, cuando ello sea necesario.

- Perfil funcional: la oficina debería contar con personal que, al me-
nos, reúna alguna de las condiciones siguientes: dominar el idio-
ma inglés y otros idiomas, ser abogado y actuar como punto de 
contacto de IberRed.

Área de Desarrollo de la Cooperación Internacional:

-Participación en mesas interinstitucionales.

- Participación y promoción de capacitaciones y cursos en materia 
de cooperación internacional

- Elaboración y permanente actualización de una base de datos 
que contenga la compilación de Convenios Internacionales vigen-
tes e inclusive acceso al Derecho Extranjero.
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PAÍS
ÓRGANO 

JUDICIAL

PUNTOS DE

CONTACTO 

IBERRED

NOMBRE CARGO MATERIA MAIL TELÉFONO

ANDORRA

CONSELL 
SUPERIOR DE

LA JUSTÍCIA
Alfons Alberca 

sanvicens Fiscal General penal aalberca@

justicia.ad

00 376 

870720
CONSELL 
SUPERIOR DE

LA JUSTÍCIA
Jaume Tor Porta Juez de 1ª instancia civil jtor@justicia.ad 00376 

870730
ARGENTINA

BOLIVIA

BRASIL

CHILE

CORTE

SUPREMA Carolina Palacios

ProSecretaria Corte

Suprema Corte cpalacios@

pjud.cl 

(56 2) 

28735219

CORTE 

SUPREMA Ruby Sáez

Relatora (I) Corte de 
Apelaciones de

Santiago
Civil rsaez@pjud.cl

(56 
2)28735075

CORTE 

SUPREMA Karen Hoyuelos

Juez Titular del 
Primer Juzgado de 
Familia de

Santiago Familia khoyuelos@

pjud.cl

(56 

2)27684502
CORTE

SUPREMA Pablo Toledo

Juez 2° Tribunal 

Oral

en lo Penal 

Santiago

Penal patoledo@

pjud.cl

COLOMBIA

COSTA RICA

CUBA

ECUADOR

EL 

SALVADOR

ESPAÑA

CONSEJO 
GENERAL DEL 
PODER

JUDICIAL

José Miguel 
García Moreno

Magistrado. 
Servicio de 
Relaciones 
Internacionales 
del

CGPJ.

Penal josemiguel.
garcia@cgpj.es

34- 
917006378

CONSEJO 
GENERAL DEL 
PODER

JUDICIAL

José Manuel 
Sánchez 
Siscart

Presidente Sección 
2ª. Audiencia 
Provincial de 
Tarragona

Penal jm.sanchez.s@
poderjudicial.es

34-977 92 00 
92/ 977 92 
01 02

mailto:aalberca@justicia.ad
mailto:aalberca@justicia.ad
mailto:jtor@justicia.ad
mailto:cpalacios@pjud.cl
mailto:cpalacios@pjud.cl
mailto:rsaez@pjud.cl
mailto:khoyuelos@pjud.cl
mailto:khoyuelos@pjud.cl
mailto:patoledo@pjud.cl
mailto:patoledo@pjud.cl
mailto:josemiguel.garcia@cgpj.es
mailto:josemiguel.garcia@cgpj.es
mailto:jm.sanchez.s@poderjudicial.es
mailto:jm.sanchez.s@poderjudicial.es
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PAÍS
ÓRGANO 

JUDICIAL

PUNTOS DE

CONTACTO 

IBERRED

NOMBRE CARGO MATERIA MAIL TELÉFONO

ESPAÑA

CONSEJO 
GENERAL 
DEL PODER 
JUDICIAL

Manuela 
Francisca 
Fernández Prado

Magistrada
Sección 1ª de la 
Sala de lo Penal 
de la Audiencia 
Nacional

Penal mf.fernandez@
poderjudicial.es

34- 913 973 247/ 
913 973 377

CONSEJO 
GENERAL 
DEL PODER 
JUDICIAL Carmen 

Rodríguez- Medel 
Nieto

Magistrada-
Juez Letrada 
del Servicio 
de Relaciones 
Internacionales 
del Consejo 
General del 
Poder Judicial

Penal carmen.
rodriguezmedel@
cgpj.es

34- 917005908

CONSEJO 
GENERAL 
DEL PODER 
JUDICIAL

José Francisco 
Cobo Sáenz

Magistrado 
Sección Nº 
2 de la
Audiencia 
Provincial de 
Navarra

Civil jf.cobo@
poderjudicial.es

34- 848 424 119/ 
848 424 106

CONSEJO 
GENERAL 
DEL PODER 
JUDICIAL

Francisco Javier 
Forcada Miranda

Magistrado
Juzgado de 1ª 
Instancia Nº 6 de 
Zaragoza Civil fj.forcada@

poderjudicial.es
34 913904539

CONSEJO 
GENERAL 
DEL PODER 
JUDICIAL

José Luis Utrera 
Gutiérrez

Magistrado 
Juzgado de 
Primera
Instancia 5 de 
Málaga

Civil jl.utrera@
poderjudicial.es

34-951938425-27

CONSEJO 
GENERAL DEL 
PODER

JUDICIAL

Cristina González 
Beilfuss

Letrada CGPJ
Civil cristinag.

beilfuss@cgpj.es
34- 933 555 210

GUATEMALA

CORTE

SUPREMA

Cecilia de León

Terrón

Secretaria de la 

Corte

Suprema

mcdeleon@

oj.gob.gt

502-2426-7000 

ext. 4060

HONDURAS

CORTE

SUPREMA

VERONICA

FERRUFINO

TECNICO

ESPECIALIZADA vferrufino.cedij@

poderjudicial.

gob.hn

(504) 2275-3167 

/8733-0930

MÉXICO

mailto:mf.fernandez@poderjudicial.es
mailto:mf.fernandez@poderjudicial.es
mailto:carmen.rodriguezmedel@cgpj.es
mailto:carmen.rodriguezmedel@cgpj.es
mailto:carmen.rodriguezmedel@cgpj.es
mailto:jf.cobo@poderjudicial.es
mailto:jf.cobo@poderjudicial.es
mailto:fj.forcada@poderjudicial.es
mailto:fj.forcada@poderjudicial.es
mailto:jl.utrera@poderjudicial.es
mailto:jl.utrera@poderjudicial.es
mailto:cristinag.beilfuss@cgpj.es
mailto:cristinag.beilfuss@cgpj.es
mailto:mcdeleon@oj.gob.gt
mailto:mcdeleon@oj.gob.gt
mailto:vferrufino.cedij@poderjudicial.gob.hn
mailto:vferrufino.cedij@poderjudicial.gob.hn
mailto:vferrufino.cedij@poderjudicial.gob.hn
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PAÍS
ÓRGANO 

JUDICIAL

PUNTOS DE

CONTACTO 

IBERRED

NOMBRE CARGO MATERIA MAIL TELÉFONO

NICARAGUA

PANAMÁ

PARAGUAY

PERÚ

PORTUGAL

PUERTO RICO

REPÚBLICA 
DOMINICANA

CORTE 

SUPREMA

Esther Agelan 

Casasnovas

Juez 2da Sala 
(Penal) Suprema 
Corte de

Justicia Penal eagelan@

poderjudicial.gob.do

809-883-2510

Poder Judicial
Gloria Cecilia 

Cuello Suero

Directora General 
Técnica, Consejo 
del

Poder Judicial

Equipos conjunto 

de investigación; 

técnico

ccuello@

poderjudicial.gob.do

809-533-3191 
ext. 2127/2128

Celular: 809-

747-6859

Poder Judicial
Justiniano 

Montero 

Montero

Director General 

de Carrera 

Administrativa y 

Judicial (interino)

Civil jumontero@

poderjudical.gob.do

809-533-3191 

ext. 2064, 2062

Poder Judicial
Antonia 

Josefina 

Grullon 

Blandino

Juez Corte de 

Apelación de 

Niños, Niñas y 

Adolescentes, 

Distrito Nacional

Civil, Niños, Niñas y 

Adolescentes

antgrullon@

poderjudicial.gob.

do;  ajgrullon@

gmail.com;  aj_

grullon@hotmail.
com

(809) 681-5090 

ext. 225

Poder Judicial Sigem Arbaje 

Sido

Encargada 
División Legal, 
Dirección General 
Técnica, Consejo 
del Poder

Judicial
Equipos conjunto 

de investigación; 

técnico

sarbaje@

poderjudicial.gob.do

809-533-3191 
ext.
2129/2134/2316 
Celular: 829-

521-8019

URUGUAY

Suprema 
Corte

Elena	
Martínez

Rosso

Ministra de Tribunal 
de

Apelaciones Civil 

6.º T.

emartinez@
poderjudicial.gub.uy

59829000538

Suprema 
Corte

William	
Corujo

Guardia

Ministro del 

Tribunal de 
Apelaciones Penal

2.º T.

wcorujo@
poderjudicial.gub.uy

59829016914 
59829033296

Suprema 
Corte

María	
Magela

Otero 

Zabaleta

Juez  Letrado  
de  1.ª

Inst. Paysandú 6.º T.

magela64@hotmail.
com

5984726559

mailto:eagelan@poderjudicial.gob.do
mailto:eagelan@poderjudicial.gob.do
mailto:ccuello@poderjudicial.gob.do
mailto:ccuello@poderjudicial.gob.do
mailto:jumontero@poderjudical.gob.do
mailto:jumontero@poderjudical.gob.do
mailto:antgrullon@poderjudicial.gob.do
mailto:antgrullon@poderjudicial.gob.do
mailto:antgrullon@poderjudicial.gob.do
mailto:ajgrullon@gmail.com
mailto:ajgrullon@gmail.com
mailto:aj_grullon@hotmail.com
mailto:aj_grullon@hotmail.com
mailto:aj_grullon@hotmail.com
mailto:sarbaje@poderjudicial.gob.do
mailto:sarbaje@poderjudicial.gob.do
mailto:emartinez@poderjudicial.gub.uy
mailto:emartinez@poderjudicial.gub.uy
mailto:wcorujo@poderjudicial.gub.uy
mailto:wcorujo@poderjudicial.gub.uy
mailto:magela64@hotmail.com
mailto:magela64@hotmail.com
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PAÍS
ÓRGANO 

JUDICIAL

PUNTOS DE 
CONTACTO

IBERRED

NOMBRE CARGO MATERIA MAIL TELÉFONO

URUGUAY

Suprema 
Corte

Silvia	
Rodríguez

Batista

Juez  Letrado  de  1.ª

Inst. Maldonado 6.º T.

srodriguez@
poderjudicial.gub.uy

59842228918 
59842228922

Suprema 
Corte

María	
Aurora 
Larramendi

González

Juez  Letrado  de  1.ª

Inst. Salto 6.º T.

mlarramendi@
poderjudicial.gub.uy

59847332297

Suprema 
Corte

Livia Pignataro Juez Letrado de 1.ª 
Inst. de Fray Bentos 
1.º

T.

liviaa2006@yahoo.
com

59845625682 
59845622353

Suprema 
Corte

Annabel	
Rosario

Gatto de Souza

Juez  Letrado  de  1.ª

Inst. de Rivera de 1.º T.

agattodesouza@
poderjudicial.gub.uy

59846227784 
59899280936

Suprema 
Corte

Adriana	
Valeria

Morosini Pérez

Juez  Letrado  de  1.ª

Inst. de Maldonado 

4.º T.

a_morosini@yahoo.
com

59842229911 
59842227376

VENEZUELA

mailto:srodriguez@poderjudicial.gub.uy
mailto:srodriguez@poderjudicial.gub.uy
mailto:mlarramendi@poderjudicial.gub.uy
mailto:mlarramendi@poderjudicial.gub.uy
mailto:liviaa2006@yahoo.com
mailto:liviaa2006@yahoo.com
mailto:agattodesouza@poderjudicial.gub.uy
mailto:agattodesouza@poderjudicial.gub.uy
mailto:a_morosini@yahoo.com
mailto:a_morosini@yahoo.com
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PAÍS

ÓRGANO

JUDICIAL

PUNTOS DE CONTACTO

OFICINAS JUDICIALES

NOMBRE CARGO MAIL TELÉFONO

ANDORRA

ARGENTINA

BOLIVIA

BRASIL

CHILE

CORTE

SUPREMA Milton Juica Arancibia

Ministro Corte

Suprema de 

Justicia

anercellas@pjud.cl 56 2 28735234

COLOMBIA

COSTA RICA

CUBA

ECUADOR

EL SALVADOR

ESPAÑA

GUATEMALA

HONDURAS

MÉXICO

NICARAGUA

PANAMÁ

PARAGUAY

PERÚ

PORTUGAL

Tribunal

Supremo 

de Justicia

Florbela Moreira Lança Jueza florbelamlanca@

gmail.com

+351 910 512 

439

PUERTO RICO

REPÚBLICA

DOMINICANA

URUGUAY

Suprema

Corte

María  del  Rosario  
Real

Capurro

Prosecretaria 
Lda. SCJ

mreal@poderjudicial.
gub.uy

59829001041 
al 43 (int.

162)
VENEZUELA

mailto:anercellas@pjud.cl
mailto:florbelamlanca@gmail.com
mailto:florbelamlanca@gmail.com
mailto:mreal@poderjudicial.gub.uy
mailto:mreal@poderjudicial.gub.uy
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PAÍS ÓRGANO JUDICIAL

JUECES DE LA RED 

DE LA

HAYA
NOMBRE CARGO MAIL TELÉFONO

ANDORRA

Consell Superior de la 

Justícia
David Moynat Rossell

Presidente 

del Tribunal 

de 1ª instancia 

(Batllia)

dmoynat@justicia.

ad

00 376 870730

ARGENTINA

BOLIVIA

BRASIL

CHILE CORTE SUPREMA

Hernán Gonzalo 
López Barrientos

Juez titular 
del Juzgado 
de Familia de 
Pudahuel hglopez@pjud.cl

COLOMBIA

COSTA RICA

CUBA

ECUADOR

EL SALVADOR

ESPAÑA

CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL

Francisco Javier 
Forcada Miranda

Magistrado
Juzgado de 1ª 
Instancia Nº 6 
de Zaragoza

fj.forcada@
poderjudicial.es

34 913904539

GUATEMALA Juzgado de Primera 

Instancia de la Niñez 

y la Adolescencia del 

Área Metropolitana

Brenda Josefina Gil 

Mayén (Titular)

Jueza de 

Primera 

Instancia de 

la Niéz y la 

Adolescencia 

del Área 

Metropolitana, 

Titular.

brenda.gilm@

gmail.com

HONDURAS

MÉXICO

mailto:dmoynat@justicia.ad
mailto:dmoynat@justicia.ad
mailto:hglopez@pjud.cl
mailto:fj.forcada@poderjudicial.es
mailto:fj.forcada@poderjudicial.es
mailto:brenda.gilm@gmail.com
mailto:brenda.gilm@gmail.com
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PAÍS ÓRGANO JUDICIAL

JUECES DE LA RED DE LA

HAYA

NOMBRE CARGO MAIL TELÉFONO

NICARAGUA

PANAMÁ

PARAGUAY

PERÚ

PORTUGAL

PUERTO RICO

REPÚBLICA 

DOMINICANA

Suprema Corte de 

Justicia

Antonia 

Josefina 

Grullon 

Blandino

Juez Miembro 

Corte de Apelacion 

NNA Distrito 

Nacional

antgrullon@

suprema.gov.do;  

ajgrullon@gmail.

com

(809)6815090 

ext.235

URUGUAY

Suprema Corte María Lilián 
Bendahan

Ministra de Tribunal 

de Apelaciones 

Familia 1.º

T. bendcont@yahoo.

com.ar

59829020917

VENEZUELA

mailto:antgrullon@suprema.gov.do
mailto:antgrullon@suprema.gov.do
mailto:ajgrullon@gmail.com
mailto:ajgrullon@gmail.com
mailto:bendcont@yahoo.com.ar
mailto:bendcont@yahoo.com.ar
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